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· En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a las 14 y 30 del martes 28 de agosto de 2007 se reúne el Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, con la presencia de los señores consejeros doctores Baldomar, Blasi, Cavaliere, Cozzi, De Giovanni, Devoto, Letner, Mas Vélez; del señor administrador, doctor Lucio Ponsa Gandulfo; del señor secretario técnico, doctor Diego Duquelsky y del señor secretario de coordinación, doctor Mariano Heller.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Queda abierta la sesión del día de la fecha.


Dejo constancia de que la doctora Moya se incorporará al plenario un poco más tarde.

1) Consideración de las versiones taquigráficas correspondientes a las sesiones del 14, 16 y 21 de agosto de 2007.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Ya pasé las correcciones, y estoy de acuerdo con que se aprueben.

Dr. Cozzi.- Hice un pequeño agregado solo en la versión del 21 de agosto.

Dr. Letner.- Solo me falta chequear la del 16 de agosto.

Dra. Blasi.- No tengo inconvenientes en aprobar las tres.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Si están de acuerdo las aprobaríamos en general, y de existir alguna otra modificación la mencionamos en el próximo plenario.


- Asentimiento.

2) Informes.

A) Informe de Presidencia

Actuación 13.423/07

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En el próximo plenario incluiremos un tema planteado por el doctor Esteban Centanaro que ya tiene dictamen de Jurídicos, con relación a una autorización que solicita para ejercer la presidencia del directorio de una empresa familiar. Les comento esto a efectos de que les informen a sus secretarios letrados de que dicha cuestión se pondrá a consideración.


Se trata de la actuación 13.423/07 que, como dije, ya tiene dictamen de Jurídicos y la enviaré a Secretaría para que la incluyan en el próximo plenario.

Solicitud del Ministerio Público Fiscal de acceso a base de datos de licencias

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Tengo también una presentación del jefe del Departamento de Relaciones Laborales que requerirá la interacción con la Dirección de Tecnología e Informática, a efectos de cubrir una petición del Ministerio Público.


El Ministerio Público Fiscal solicita acceso a toda la base de datos de la división licencias del Consejo de la Magistratura. Al respecto, todavía no tenemos una discriminación entre personal del Ministerio Público, del Consejo y del Contencioso y Contravencional. Por lo tanto, salvo que decidamos dar una autorización para el acceso total, deberíamos hacer una modificación en la base de datos de Relaciones Laborales vía Tecnología para que puedan disponer solo de la información que les compete. Caso contrario -reitero-, tendremos que darles un acceso general a la base de datos de licencias del Poder Judicial de la Ciudad.

Dra. Blasi.- Les permitiría acceder solo a lo que les corresponde.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Antes de responderle la nota al fiscal general quería conversar el tema con ustedes, pues en el caso de actuar como sugiere la doctora Blasi habría que hacer un trabajo de ajuste con la Dirección de Informática.

Dr. Cozzi.- Es una situación atípica.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Esto es para que ellos puedan tramitar sus licencias.

Dra. Blasi.- En consecuencia, para gestionar sus licencias necesitan la base de datos de la gente que les corresponde a ellos; no tienen por qué tener las licencias de todos.

Dr. Cozzi.- El tema es que la base de datos es de todo el Poder Judicial.

Dr. De Giovanni.- Además, está de por medio el derecho a la información.

Dr. Cozzi.- La cuestión es que ellos son el Poder Judicial; por eso digo que es atípica la situación. La pregunta es hasta dónde podemos negarles el acceso a la base de datos.

Dra. Blasi.- ¿Qué es lo que solicitan puntualmente?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- El Ministerio Público solicitó disponer por donde corresponda, que se habilite al doctor Juan Pablo Álvarez como usuario para tener acceso a la base de datos del programa de licencias que utiliza el Departamento de Relaciones Laborales; así como también solicita la nómina de personal del Ministerio Público Fiscal, determinando en cada caso el cargo, ubicación física y resolución que nombró cada uno de sus agentes.


Y Relaciones Laborales me informa que atento a lo conversado con el Departamento de Sistemas, en este momento la base de datos "licencias" no permite una diferenciación en los campos requeridos, ni tampoco entre el Ministerio Público y el resto del Consejo, siendo así imposible crear un usuario con las características citadas. Para ello debería modificarse, en ese sentido, la base de datos de Relaciones Laborales. 


Respecto de la otra parte del requerimiento, no hay inconvenientes en mandar un listado de personal. Pero para tener acceso como usuario, habría que darles un acceso como usuario a todo el sistema de licencias, porque actualmente no puede diferenciarse por empleados del Ministerio Público. Relaciones Laborales sugería hacer un trabajo con la Dirección de Informática a efectos de separar los campos de tratamiento del acceso, y crear una base de datos para el Ministerio Público.

Dr. Devoto.- Una sugerencia: veamos desde lo técnico cuáles son nuestras posibilidades -los recursos técnicos- para realizar esas modificaciones y contar con un sistema nuevo que permita la diferenciación exacta de las nóminas. 


Luego de que tengamos esa información deberíamos tomar la decisión.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- ¿Están de acuerdo con la propuesta del doctor Devoto?


- Asentimiento. 

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Se procederá en consecuencia.

Ingreso de temas por Varios.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Tengo una propuesta del doctor Letner para hacer una designación en su unidad consejero; la renuncia de la doctora Gianni y una licencia de la doctora Siondra.


Si están de acuerdo trataríamos esos temas por Varios.


- Asentimiento. 

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Entonces, después el doctor Letner lo planteará como una petición del consejero.

Unificación de los escalafones administrativo y jurisdiccional

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Como recordarán, cuando estuvimos conversando sobre temas de presupuesto y demás hablamos de una necesidad de establecer algunos criterios en cuanto al pase de personal y, eventualmente, contemplar posibilidad de pases al Ministerio Público Fiscal, y decíamos que surgía la necesidad de unificar el escalafón administrativo con el escalafón jurisdiccional.


La doctora Acerra y el doctor Romero, que habían estado trabajando en un proyecto, han hecho una propuesta de equiparación de cargos entre el escalafón administrativo y el escalafón jurisdiccional que tiene costo casi cero. Les remito una  copia para que la estudiemos entre todos.

Contratación del doctor García Rap

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En la Comisión de Administración conversamos con los doctores Devoto y Cozzi de acuerdo a lo que el plenario me había sugerido que hiciese, que era conversar con el doctor García Rap para, eventualmente, llevar a cabo una contratación bajo la modalidad de locación de obra con el objeto de que nos brinde un informe relativo al tema de las jubilaciones en el ámbito del Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires.


Aquí tengo el currículum del doctor García Rap y una propuesta de trabajo. Se trataría de una locación de obra por cuatro o cinco meses que tendría un costo de 20 mil pesos, para lo cual hay recursos presupuestarios.


Si quieren, este punto lo puedo plantear en oportunidad de tratarse los temas varios.

Dr. Baldomar.- Sobre este tema adelanto que considero que el doctor García Rap es una persona muy capaz que conoce el tema; por lo tanto, estoy de acuerdo con que lleve adelante este trabajo.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- El doctor García Rap ya nos ha brindado un informe y a varios de nosotros nos dejó bastante conformes. 


Hay un planteo global de una propuesta de asesoramiento y de asistencia profesional. En principio, yo iría por la propuesta de asesoramiento y, en base a ella, resolvería en cuanto a si nosotros vamos a brindar algún otro tipo de servicio hacia el propio Consejo.

Dr. De Giovanni.- Pido la palabra.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Tiene la palabra el doctor De Giovanni.

Dr. De Giovanni.- A mí me parece muy bien contratar al doctor García Rap porque se ve que conoce la materia y nos abrió bien el panorama en cuanto a cómo es el tema jubilatorio. Pero en esa oportunidad él nos había ofrecido no sólo el asesoramiento jurídico en su carácter de abogado sino también la confección de una evaluación de tipo actuarial para analizar la composición del Poder Judicial con respecto a las jubilaciones. Lo que quisiera saber es si esta contratación que usted menciona incluye la confección de ese análisis.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Les leo la propuesta para ver si ese tema está incorporado.


“Asesoramiento en los siguientes temas: 


“Derecho de Seguridad Social y Previsión Social en general. 


“Cuestiones relativas a la aplicación de la legislación previsional, y en especial de las normas de la ley nacional 24.018, de magistrados y funcionarios del Poder Judicial. 


“Vigencia y alcance de los regímenes de previsión locales, provinciales y municipales y de regulación de los 130 regímenes previsionales vigentes en el país. Competencias locales en la materia y normas constitucionales. 


“Reciprocidad jubilatoria y coordinación entre sistemas previsionales. Condiciones de acceso a las prestaciones, etcétera. 


“Regímenes especiales y regímenes diferenciales. Situación de la Ciudad Autónoma de Buenos  Aires. 


“Análisis y evaluación de alternativas y establecimiento de un régimen previsional para magistrados y funcionarios del Poder Judicial. Propuestas normativas existentes. Convenios en elaboración en el ámbito nacional. Convenios de otras jurisdicciones provinciales. Jurisprudencia aplicable. 


“Análisis prospectivo y valuación actuarial del colectivo comprendido, de la incorporación e integración al sistema especial de la ley 24.018. Otras posibilidades. 


“Asistencia profesional y patrocinio letrado. 


“Presentaciones individuales de magistrados y funcionarios en las que el Consejo tenga interés.


“Presentaciones colectivas o del organismo en la materia tendientes a determinar el derecho aplicable o el alcance de algún régimen especial.”

Dr. De Giovanni.- Ya que estamos con esto fresco quiero decir que está lo que yo preguntaba. 


Aclaro que yo no conocía al doctor García Rap hasta que vino a conversar con nosotros. Solamente conversé con él ese día y nunca más volvimos a hablar; ni siquiera al presentar su propuesta, ya que eso lo hizo por Presidencia. Esto lo digo como preámbulo para fundar mi voto por la afirmativa.


Quiero decir que esto tiene un valor de oportunidad, que está dado porque a iniciativa de algunos legisladores -del doctor De Estrada, entre otros-, hay un proyecto de convenio entre la Nación y la Ciudad de Buenos Aires que trata sobre la inclusión del tema jubilatorio del Poder Judicial en términos similares a la jubilación que tienen los magistrados de la Ciudad. Este tema es de suma importancia para hablar de cualquier tipo de transferencia de jueces nacionales a la Ciudad y, además, soluciona la temática de la jubilación de los miembros del Poder Judicial de la Ciudad, que en este momento no tienen ningún tipo de organización jubilatoria.

Dr. Mas Velez.- En el régimen general.

Dr. De Giovanni.- Por supuesto; en el Régimen Integrado de Jubilaciones y Pensiones.


Creo que el valor de oportunidad está dado por la existencia de ese expediente, que podrá o no resolverse, pero que si existe voluntad de resolver eso puede suceder pronto, ya que en este momento se encuentra en el escritorio del ministro de Trabajo.


Nosotros -hablo del Consejo de la Magistratura- no conocemos el contenido del convenio, y hace rato se informó que los contenidos de los convenios de las diversas provincias son distintos. Y tiene mucha importancia el contenido del convenio para la futura determinación del régimen jubilatorio que va a regir o no en la Ciudad.


Yo fui autor de un proyecto de ley que está en la Legislatura, pero el doctor García Rap opina que no es necesario tener un proyecto de ley para la Ciudad. Si nosotros accedemos a este tipo de convenios con la Nación a la Ciudad no le costaría nada de dinero, porque pasaríamos a integrar un régimen jubilatorio especial por convenio con la Nación.


En su momento García Rap expuso que sería muy útil que cuando se hiciera la presentación a efectos de la aprobación del proyecto, se demuestre que actuarialmente el universo de nuestro Poder Judicial tiene como resultado ser barato pues hay muy pocas personas en condiciones de jubilarse. Posteriormente, vendría un largo período de aportes, y recién después de 20 años seguirían las jubilaciones del actual Poder Judicial. Y en cuanto al Poder Judicial que se transfirió de la Nación a la Ciudad, el costo del resultado es cero porque vienen con los aportes realizados.


En definitiva, estaríamos ahorrando la creación de una caja propia. Y el valor de oportunidad estará, en primer lugar, en que salga, para lo cual será necesaria la normativa actuarial que demuestre los datos del Poder Judicial de la Ciudad; y, en segundo término, que salga bien, es decir, las inclusiones, exclusiones, etcétera.


Creo que lograr plenamente ese resultado justifica un gasto de 20 mil pesos, pagadero en cuotas.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Agregaría, además, el listado de las últimas resoluciones de la ANSeS cuando comencemos a analizar la propuesta que hizo la Comisión Auxiliar de Fortalecimiento Institucional a raíz de la iniciativa de García Rap. Esto tiene que ver con la disposición que saca la ANSeS con relación a que estaríamos automáticamente incluidos porque somos servicio de justicia. El tema es que somos servicio de justicia, pero no tenemos los respectivos beneficios en materia jubilatoria.


Como todas estas cosas también requieren una definición, considero que el informe que obtengamos podrá servir como punto de partida para eventuales presentaciones, si es que no se resolviera de modo inmediato lo que el doctor De Giovanni mencionó acerca de un convenio propio para la Ciudad, o de la adhesión a algún otro tipo de convenio.


Como representantes del estamento judicial tenemos que transmitir lo que hacen nuestros colegas, tratar de encontrar una solución y colaborar para el logro de esa solución que nos pondría en condiciones igualitarias respecto de los magistrados del Poder Judicial de la Nación.

Dr. Baldomar.- Además, se nos presentan tres cuestiones que no son menores.


En primer lugar, somos superavitarios en cuanto al régimen previsional; a diferencia de las provincias, que adhirieron a estos convenios pero con una deuda de la que se hizo cargo el Estado provincial. En segundo término, en cuanto a la media de edad -es decir, los que están en condiciones de jubilarse-, creo que en los primeros cinco años debe haber aproximadamente cuatro o cinco personas con posibilidades de jubilarse. Y, por último, somos varios los que ya tenemos muchos años ganados por la Ley 24018 -por ejemplo, yo tengo 14 años-; en consecuencia, no se trataría de una cuestión menor respecto de los cómputos.

Dr. Cozzi.- Dada la complejidad del tema, veo bien que un especialista se ocupe de él. Tengo muy buenas referencias de esa persona y estoy de acuerdo en que nos asesore.


Al respecto, yo planteé mi situación en el sentido de que aportaba a una AFJP y no me iba a jubilar nunca con el régimen de los magistrados. Es por ello que a mí la Ley 24018 no me interesa y, en mi caso, se trataría de una situación meramente transitoria y distinta a la que manifiestan los jueces, porque ellos pasan por acá, vuelven a su función de juez, y seguirán siendo jueces hasta que dure su carrera o mientras les interese permanecer dentro del Poder Judicial.


En virtud de que se dan situaciones distintas, me parece bien contar con alguien que nos asesore, más allá de que pueda compartirse su visión o posición. Si bien había evitado manifestarme en la comisión; pensándolo un poco considero que sería útil tenerlo como asesor, a efectos de que nos oriente acerca de la cuestión.

Dr. Devoto.- En cuanto al estado actual de la situación, ¿no está ya avanzado como para que dependa de una cuestión política la decisión de qué hacer o no hacer?


Hago esta pregunta a los efectos de saber si vale la pena tener un sustento teórico o doctrinario en función de justificar algo.

Dr. De Giovanni.- Está avanzado pero parado, es por ello que el cálculo actuarial ayudaría mucho a que avance.


El Consejo de la Magistratura -y particularmente yo- no conoce el contenido. Y como los contenidos de los convenios de las diversas provincias son distintos, es muy importante conocerlo y, a lo mejor, cambiarle algún artículo.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Hay 130 regímenes previsionales.

Dr. De Giovanni.- Nosotros somos los que conocemos por dentro al Poder Judicial, y tal vez valdrá la pena solucionarles el tema a quince jueces o a quince funcionarios de la Ciudad. Además, 20 mil pesos en una jubilación es muy poco.


Y es verdad que tiene sus implicancias políticas que salga o no el tema; pero eso no quiere decir que nosotros no necesitemos hacer algún tipo de lobby.


Al respecto, en oportunidad de una jura en el Colegio Público me presentaron al subsecretario de seguridad social, y le comenté que teníamos el tema en carpeta. Él me dijo que conocía el expediente y que lo tenía el ministro Tomada en su escritorio. Entonces, le manifesté que iba a tratar de ir a verlo; espero que pueda hacerlo la semana que viene. A lo mejor no llego a tiempo con el asesoramiento de García Rap; pero la  reunión la semana que viene puede ser protocolar, y después se seguirá hablando. 


Necesitamos un poco de asesoramiento. Como legislador creí hacer lo mejor posible con la presentación de un proyecto de ley. Sin embargo, existirían dos criterios y habrá que optar por uno. Por lo tanto, deberá conseguirse una copia de qué es lo que está a resolución, y analizar la situación con alguien que sepa y que nos pueda hacer alguna referencia en el sentido de "en tal provincia se hizo de tal manera; entonces, los que venían de la Justicia nacional entraron con tal otro régimen...". Considero que con que beneficiemos a tres o cuatro personas ya se justificaría. Pero no se trata solo de eso, sino también de contar con un régimen que sería aplaudido por el universo de los magistrados de la Ciudad. 


En ese sentido, el alcance es muy importante. ¿Hasta dónde vamos a llegar? ¿Trataremos de incluir a los secretarios?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Actualmente llegamos a los prosecretarios coadyuvantes porque están en la ley. Por lo tanto, habría que hacer una revisión.


Necesitaremos hacer un ajuste de cargos, pero habrá que ver de qué manera, pues los cargos en la Ley 24018 se llaman de una determinada manera. Por ejemplo, tal vez el secretario coadyuvante solo exista en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires; es por ello que necesitaríamos realizar un ajuste respecto de dicho cargo. El escalafón administrativo también tiene otras implicancias, no hay categorías 1, 2, 3 o 4 en otros lugares. 


En consecuencia, habrá que tener un asesoramiento también con relación a ese tema, es decir, a si será necesario cambiar la denominación de algunos cargos, o si bastará con solicitar una equiparación. En la situación originaria de la Ley 24018 se preveía, por ejemplo, la jubilación de los hombres a los 60 años y de las mujeres a los 55 años. Pero en época del ministro Cavallo -durante el gobierno del doctor Menem- eso cambió, y hubo una reforma no a la Ley 24018 sino al sistema previsional en general que obligó a muchos magistrados -quienes ya venían aportando en virtud de dicha norma- a hacer un amparo que los incluyera, y que permitiera jubilarse a los 60 años a los hombres y a los 55 a las mujeres.


Por lo tanto, habrá que ver si esa situación no la podemos solucionar vía convenio con el Poder Judicial de la Ciudad.

Dr. Mas Velez.- Al margen de cómo lo hagamos, considero que nosotros no deberíamos aparecer como casuales beneficiarios de una acción de otro poder, por mejor intencionada que fuera. Sí sería importante tener un gesto como de que estamos al tanto de la situación y de que nos importa, pero en términos del Consejo.

Dr. De Giovanni.- Hay muchos matices. 


Los regímenes jubilatorios en general son nacionales; y lo que se impulsa es que la Nación absorba el régimen jubilatorio de los empleados de la Ciudad, por lo que ésta se sacaría un problema. Por ejemplo, García Rap explicó que este caso sería más fácil porque la caja de jubilaciones propia que tenía la ex Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires fue disuelta.

Dr. Cozzi.- El tema es que la Caja del Instituto Municipal -no me acuerdo exactamente su denominación, pero en su edificio funciona actualmente el Tribunal Superior de Justicia- pasó a la Nación.

Dr. De Giovanni.- Entonces, de lo que se trata en la práctica es de que tenga el mismo régimen -aun con modificaciones- de los demás judiciales del país.


El aspecto central es el 82 por ciento móvil; ese es el aspecto centralísimo. Después, podremos hacer los gestos que consideremos pertinentes. En el proyecto de ley que presenté junto con otros legisladores pusimos 65 años, mientras que los judiciales nacionales se están jubilando a los 60 años...

Dr. Cozzi.- No, ahora lo hacen a los 65 años, y las mujeres a los 60.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Todos los que venían aportando por la Ley 24018 presentaron un amparo.

Dr. Cozzi.- Eso fue lo que hicieron los que estaban "en condiciones de" y les cambiaron sobre el final el régimen o la edad jubilatoria. Por lo tanto, se ampararon.

Dr. De Giovanni.- Entonces, sería una cuestión menos. Pero esos son los temas. 


La Ciudad, a lo mejor, podría renunciar 60 años por 65, pero no renunciar al 82 por ciento móvil.

Dr. Cozzi.- Además hay otra realidad: por la Ley 24018 aportan el 1 por ciento más que todo el resto de los mortales.

Dr. De Giovanni.- Eso quiere decir que de ahora en adelante aportarán más.


Por lo tanto, hay derechos y obligaciones.

Dr. Baldomar.- Y no es sobre un tope sino sobre todo.


Además, en los últimos fallos de la Corte hay una tendencia a la igualdad de todos los jueces, ya sean nacionales, provinciales o retirados.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- ¿Están de acuerdo en hacer la contratación bajo la modalidad de locación de obra?


- Asentimiento. 

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- ¿Y por cuántos meses?


- Varios consejeros hablan a la vez.
Visita del secretario general de la Unión de Empleados Judiciales de la Nación.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Les quería comentar que ayer vino a verme Julio Piumato, que es el secretario general de la Unión de Empleados Judiciales de la Nación, para plantearme algo en relación a la situación jubilatoria, y es que los empleados también están luchando por estar incorporados a un régimen que les asegure el 82 por ciento móvil.

Dr. Baldomar.- La ANSeS ha ampliado la ley 24.018 hasta lo que nosotros entendemos como oficiales secretarios privados. Si bien dice “jefe de despacho”, no es el jefe de despacho el oficial primero.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Es decir, lo que era el relator.

Dr. Baldomar.- Sí. Relator o secretario privado oficial.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Lo que Piumato me planteó, y que creo que nosotros deberíamos conversar con el resto de las asociaciones de empleados y las que nuclean a los funcionarios, fue una equiparación del escalafón con el Poder Judicial de la Nación; es decir, tener los mismos cargos y la misma nominación, por esa circunstancia de quedar amparados en la 24.018 de acuerdo a las nominaciones de los cargos. Yo le dije que a mí me parecía que eso se podía dar por equivalencias, que es parte de lo que deberíamos consultar con el doctor García Rap, y él me planteó que a nosotros nos faltan dos o tres cargos para equiparar nuestro el escalafón con el escalafón nacional. Frente a eso, le dije que había que ver si nosotros tenemos la decisión política de tener un escalafón igual al del Poder Judicial de la Nación.


Yo simplemente me comprometí a transmitirles el planteo. A mí me parece que este es un tema que deberíamos conversar con el resto de las asociaciones de empleados y que tenemos que ver la situación en relación al informe que pueda hacer el doctor García Rap en cuanto a la equiparación.


El señor Piumato también me comentó que el tener las mismas categorías podría favorecer la realización de algún tipo de convenio con el Poder Judicial de la Nación para hacer pases interjurisdiccionales.


Son circunstancias para conversar pero, en principio, yo incorporaría al resto de las asociaciones de empleados a esta discusión.

Propuesta para el edificio de Libertad y Santa Fe y comodato del inmueble de la calle San Isidro Labrador.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Finalmente, les informo que hoy el administrador me informó que está sujeto a informes finales para formar la actuación completa sobre la propuesta para el edificio de Libertad y Santa Fe y que también está viniendo, para que se pueda enviar formalmente, la nota con todo el requerimiento de la actuación correspondiente al doctor Alejandro Franco en relación al comodato del depósito de la calle San Isidro Labrador. Ese material llegaría hoy.

2.1. Situación judicial Malabia Park y Mojinetes.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- He incluido como un punto del informe de la Presidencia la situación de los edificios situados en Avenida de Mayo y en Combate de los Pozos.


Les informo que, a raíz de una consulta que me hizo el consejero Devoto días pasados, tomé conocimiento de que aparentemente por la Legislatura de la Ciudad estaría circulando un proyecto que está recogiendo adhesiones relacionado a la expropiación de este edificio, del situado en la calle Combate de los Pozos y del que se encuentra en Avenida de Mayo.


Hace unos años, en épocas en las que Rosenfeld presidía el Consejo, él había enviado una nota a la Legislatura solicitando la expropiación del edificio situado en Avenida de Mayo. También sé que los doctores Pereyra y Cabiche, cuando estaban a cargo del Ministerio Público, enviaron un proyecto de expropiación para el edificio de Combate de los Pozos. Sobre este edificio nunca se habló y nunca se ha hecho ningún tipo de solicitud.


Nosotros hoy tenemos en juicio a Malabia Park y a Los Mojinetes. Con ambas partes estamos en posibilidades de conversación para arribar a un posible arreglo extrajudicial.


En lo personal, con Malabia Park, que es la firma dueña del edificio situado en Avenida de Mayo, me inclinaría por hacer una propuesta en torno al informe que les envié a todos ustedes; y, en relación a Los Mojinetes, Juan Pablo me comentó una propuesta que le después le voy a solicitar que se las transmita.


Los dueños del inmueble situado en Combate de los Pozos planteaban la posibilidad de actualizar el contrato que se encuentra vigente y firmar uno nuevo una vez vencido. A mí me parecía que lo que podíamos hacer era firmar un nuevo contrato a partir de ahora con el precio que indica la tasación del Banco Ciudad y conversar judicialmente el resto de la situación, que creo que es lo que planteaba el doctor Mas Velez, si es que lo interpreté bien.

Dr. Mas Velez.- Sí.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- A mí me parece que tenemos posibilidades presupuestarias de arribar a un acuerdo. Con el administrador hemos pedido las tasaciones de todos los edificios sobre los cuales tenemos que renovar los contratos para que en el curso de este año podamos dejar organizado administrativamente el tema de las locaciones de inmuebles.


También hemos pedido la tasación de este edificio, con el cual también nos encontramos en una situación de prórroga tácita y sería saludable que firmemos un nuevo contrato. Y, como les decía, tenemos esa situación particular de los edificios de Malabia Park y de Los Mojinetes, a raíz de los cuales tenemos un litigio judicial. Ambas firmas están esperando una oferta por parte del Consejo de la Magistratura para ver si se puede solucionar la cuestión extrajudicialmente.


Hace unos días les envié un e-mail que contenía un informe sobre todo el camino que ha seguido el litigio. No sé si quieren darse un tiempo para estudiar el tema, ver bien los números y tratarlo la semana que viene o si están en condiciones de tratarlo ahora.


Las tasaciones del Banco Ciudad, que es con las cuales nos venimos manejando de acuerdo a la ley 2095, son de 60 mil pesos para  el edificio de Avenida de Mayo -que está muy por debajo de lo que esperan los dueños de ese inmueble como valor de alquiler- y 54 mil pesos para el edificio de Combate de los Pozos.

Dr. Cozzi.- Creo que hay uno de los dos contratos que está vencido. ¿No es así?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En relación al edificio de Combate de los Pozos, con la firma Los Mojinetes, tenemos una situación particular. Cuando el segundo Consejo de la Magistratura se hizo cargo de sus funciones llevó a cabo una negociación respecto de este tema y se firmó un acta acuerdo a través de la cual el contrato quedaba con una prórroga automática hasta septiembre de 2008 o septiembre de 2009, no lo recuerdo exactamente en este momento. Si nosotros decidíamos llevar adelante esa prórroga lo hacíamos y, en el caso de decidir no hacer uso de la prórroga, se cancelaba el contrato.


Sobre eso es la discusión que nosotros tenemos judicialmente en este momento, porque para ellos la lectura que nosotros hacemos en cuanto a que los 38 mil pesos están vigentes como canon locativo es errónea. Ellos señalan que ese monto era hasta un determinado tiempo, que era septiembre de 2004, y a partir de entonces es que nos reclaman una actualización del alquiler.


De acuerdo a una lectura que hacemos con el Departamento de Representación Judicial, nosotros estaríamos amparados por las cláusulas del contrato; de ahí viene la propuesta de Juan Pablo en el sentido de hacer un contrato a partir de ahora con el monto que surja de la tasación del Banco Ciudad y seguir discutiendo en sede judicial el valor del alquiler que nos están reclamando.

Dr. Cozzi.- ¿La gente de Los Mojinetes estaría dispuesta a aceptar la variante que propone Juan Pablo?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Según las conversaciones que mantuvimos en los pasillos con esta gente mientras teníamos las audiencias de apertura de prueba y demás, ellos quieren ajustar el valor locativo con el contrato vigente, que este contrato finalice y, eventualmente, después ver la posibilidad de hacer un contrato nuevo.


Yo sigo leyendo que nosotros estaríamos protegidos por las cláusulas del contrato, y por eso concuerdo con Juan Pablo en que habría que dirimir el tema judicialmente y hacer un nuevo contrato a partir de ahora con el valor locativo que se establezca según la tasación del Banco Ciudad.

Dr. Cozzi.- Por eso pregunto si ellos están dispuestos a llegar a un acuerdo sin necesidad de meterse en la cuestión del pleito. ¿Ellos estarían dispuestos a circunscribir la cuestión al pleito y firmar un convenio?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- No lo sé.

Dra. Blasi.- No creo. Son 579 mil pesos.

Dr. Cozzi.- Si no recuerdo mal, yo tenía alguna diferencia de interpretación, pero como variante de una negociación me parece absolutamente válido.

Dr. Mas Velez.- En realidad tenés varias alternativas, y una de ellas es dejar el reclamo a resultas de la decisión judicial y acomodar el valor de la tasación. Sobre todo porque debemos tener en cuenta el tema del presupuesto. En el presupuesto 2008 nosotros cotizamos esto a un valor 54 mil pesos, con lo cual, después voy a tener que explicar por qué hicimos eso en el tribunal.


Entonces, lo que queda por discutir es el plazo. Se podría suscribir un nuevo instrumento por el plazo más próximo al remanente del contrato -por ejemplo, uno por dos años- al momento de la discusión del valor locativo; o proponer otro sobre la base del contrato.


La idea sería disminuir un poco el riesgo ante el hipotético caso de una sentencia adversa.

Dr. Devoto.- ¿Estarían dispuestos a aceptar eso?

Dr. Mas Vélez.- Sería bueno brindarles a quienes negocien una serie de variables.

Dra. Blasi.- El tema es que pusimos que las costas eran a cargo nuestro, y ahora deberemos decir que son a su orden.

Dr. Mas Vélez.- ¿Qué propondrías?

Dra. Blasi.- Un arreglo.

Dr. Mas Vélez.- ¿Y cómo nos manejamos ante la existencia de una hipotética deuda, y respecto del cálculo de dicha deuda?

Dra. Blasi.- Lo que se les estaría debiendo son 579.204 pesos a Los Mojinetes; y 599.382 pesos a Malabia Park. Los dos están en juicio.


Respecto de Malabia Park dijimos que en un intento anterior se habían pactado 62.500 pesos de honorarios, que con los aportes a CASSABA más IVA pasarían a ser 78.750 pesos. Por lo tanto, habría que "pelear" las costas.

Dr. Cozzi.- Creo que el tema de Malabia Park es distinto al de Los Mojinetes, ya que respecto de este último hay contrato.

Dra. Blasi.- La diferencia a pagar en cuanto a los Mojinetes -que incluiría la diferencia de alquiler más los intereses calculados- sería de 579.204 pesos; eso es lo que se debería. Y podría arreglarse cómo se pagará esa deuda.

Dr. Cozzi.- Habrá que ver si la deuda es real.



Al respecto, no repasé la interpretación, pero era muy similar a la de la doctora Blasi.


Habrá que buscar las variantes y luego ver. Tal vez esta gente está abierta a algún tipo de conversación.

Dr. Mas Vélez.- Si discutiéramos el monto total de deuda -que según la doctora Blasi ya está determinado- sobre la base de una quita, eso ya sería otra cosa.


Podría hacerse en dos partes: una a futuro -la renovación o no-; y la otra sería, en el caso de que haya un nuevo contrato, el plazo.

Dra. Blasi.- Les leeré lo que resumí acerca de mi voto pues tal vez los pueda ayudar: Si bien nosotros estamos legalmente obligados por el Banco de la Ciudad de Buenos Aires, resultaría conveniente (no habría problema legal en ello) estimar un valor de locación promedio entre ambas tasaciones y ofrecer el mismo al propietario (alrededor de 91.500 pesos) para el futuro, y arribar a un acuerdo por las diferencias reclamadas de alquileres. A tal fin se trataría de arribar a un número que satisfaga a ambas partes, y costas por su orden. Esto sería respecto de Malabia Park.


No parece aconsejable la compra de este inmueble -a la doctora Cavaliere le parece que sí- por los arreglos que implicaría hacerle al edificio


Y respecto del edificio de Combate de los Pozos, los propietarios solicitan también un aumento del canon locativo y diferencias en juicio. Las tasaciones oficiales son las siguientes: 54 mil pesos el Banco Ciudad; y el Tribunal de Tasaciones, 42 mil pesos más IVA a noviembre de 2006.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- La de 54 mil pesos más IVA del Banco Ciudad es de junio de este año.

Dra. Blasi.- Y respecto del juicio de Los Mojinetes contra el Consejo, pensamos ofrecer el monto que surge de la liquidación practicada por la doctora Serra por alquileres devengados más los intereses al mes de junio de 2007, el que ascendería a una suma de 579.204,56 pesos, y las costas por su orden.


En cuanto al alquiler a abonar, en el futuro se considera conveniente ofrecer el importe que surge de la valuación del Banco Ciudad, que es de 54 mil pesos.


En ambos casos a nosotros nos parece mejor arribar a un acuerdo por las diferencias devengadas, con costas por su orden; y establecer el canon locativo a abonar en lo sucesivo.

Dr. Cozzi.- De conformidad con las tasaciones.

Dr. Mas Vélez.- Eso no está mal.

Dra. Blasi.- Consideramos que si vamos a juicio, nos saldrá más caro que pagar esto.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En el caso de Los Mojinetes, mi única duda es con relación a la lectura del documento que originariamente se firmó.

Dr. Mas Vélez.- Por eso dije que una negativa lisa y llana a entablar cualquier tipo de conversación en pos de una salida concertada no me terminaba de convencer.

Dra. Blasi.- Creo que con los pleitos gastaremos mucho más.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Con Malabia Park no tengo dudas. 

Dra. Blasi.- Hay que solucionar los problemas a efectos de hacer los dos nuevos contratos de alquiler. Además, son buenas las tasaciones del Banco Ciudad con relación a los alquileres próximos.

Dr. Mas Vélez.- No me parece imprudente lo que se propone sino muy razonable.

Dr. Baldomar.- En cuanto a Malabia Park, como la doctora Cavaliere ha recompuesto la relación con la otra parte, no será una cuestión menor cuando se tenga que negociar.


Y respecto de Los Mojinetes también estoy de acuerdo. Tal vez pueda intentarse un acercamiento, pero no creo que alguien quiera negociar a futuro si antes no se le soluciona ese tema.

Dra. Blasi.- Creo que con eso saneamos todo, y empezamos a pagar los nuevos alquileres.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Si ustedes me autorizan, iré en el camino del resumen que hizo la doctora Blasi, que es casi el mismo que el del informe con que cuentan ustedes.

Dra. Blasi.- De esta manera se terminará con los dos problemas de los edificios.

Dr. Cozzi.- Habrá que ver el tema de las costas.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Las costas por su orden es lo que se planteó siempre.

Dr. Cozzi.- Hagamos alguna previsión.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En las conversaciones que tuve con los propietarios de Malabia Park siempre las costas fueron por su orden.


Entonces, si están de acuerdo procederé en la forma indicada.


- Asentimiento. 

Planteo de la Asociación de Empleados de la Justicia de la Ciudad de Buenos Aires.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Ayer recibí un planteo de la Asociación de Empleados de la Justicia de la Ciudad de Buenos Aires, con relación a la resolución -cuyo número no recuerdo- mediante la cual nosotros aprobamos los turnos para el fuero contencioso administrativo y tributario.


Si bien dicha presentación no ingresó con el título de "recurso", la tomé como una reconsideración de la resolución tomada por el plenario porque estaban pidiendo la revocación de la decisión adoptada. Pero es jurídicamente imposible para nosotros tomar tratamiento de esa petición sin el dictamen correspondiente de la Dirección de Jurídicos. 


Por ese motivo quiero que estén al tanto de la situación, ya que en los próximos días ese tema puede venir para su tratamiento.


Para finalizar, se hará un informe respecto de la reunión mantenida ayer con el Ministerio Público. En ese sentido, la doctora Moya me pidió que les comunicara que efectuará un comentario acerca de dicha reunión.

B) Informe de presidentes coordinadores de comisiones.

Comisión de Incorporación de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones en el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Tiene la palabra el doctor Devoto.

Dr. Devoto.- En febrero de 2007, y mediante la resolución 30, nosotros hemos acordado que en la última reunión plenaria del mes de septiembre de este año se iba a fijar una fecha para la renovación de autoridades. Como a raíz de un tema personal la última semana de septiembre no voy a estar en Buenos Aires, les quería solicitar si podemos adelantar una semana el tratamiento de este tema.

Dr. Cozzi.- O podemos posponerlo una semana.

Dr. Devoto.- El problema es que hay otra gente que no puede concurrir a la semana siguiente.

Dra. Blasi.- ¿Para cuándo sería?

Dr. Devoto.- Se trataría el martes 18.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Yo no tengo problema.

Dr. Baldomar.- Yo tampoco.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Entonces, si estamos todos de acuerdo, rectificamos la fecha de la resolución 30, que pasaría a ser el 18 de septiembre.

· Asentimiento.

Comisión de Política Judicial.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Tiene la palabra el doctor Letner.

Dr. Letner.- Quiero hacer un breve comentario con relación a la visita a Chile y después voy a dejar al doctor Baldomar que nos comente sus impresiones. 


Yo me remito a lo que más o menos les informé en su momento, en cuanto a que ha sido una visita muy provechosa para todos los integrantes de la comitiva. Fue una pena que esta vez no haya participado nadie de la Legislatura.


Y creo que fue muy buena la idea de que viajen funcionarios de las diversas áreas del Consejo, dado que las reuniones internas que se mantuvieron con la corporación administrativa del Poder Judicial de Chile fueron muy buenas en cuanto al intercambio de experiencias en materia de contrataciones, en materia edilicia y demás. El doctor Roldán me ilustraba que, desde el punto de vista tecnológico, no estamos tan lejos como yo pensaba en mi primer viaje del sistema informático que actualmente se utiliza en Chile sino que estamos casi a la par.


Considero que fue una muy buena experiencia, y cada vez me convenzo más de que este tipo de iniciativas son realmente muy buenas.


Quiero aclarar que yo me sumé a esta delegación con el objeto de ver si se podía implementar un programa de capacitación para los magistrados del fuero contravencional que habían planteado la necesidad de entrenarse en una metodología que ellos manejan muy bien, que es la litigación en audiencias orales. Por eso, la intención de mi viaje fue justamente para tratar de hablar personalmente con ellos sobre estas cuestiones.


Por suerte pudimos acordar llevar a cabo un plan de capacitación de 48 horas. Se va a dictar un curso de entrenamiento de entre 16 y 18 horas para todo el fuero entre los días 13 y 14 de septiembre.  


Si bien yo comparto algunas inquietudes en cuanto a que se podría contemplar que ellos se cubran algunos gastos, lo cierto es que por este curso que el CEJA suele dictar en muchos lugares de Sudamérica ellos cobran honorarios y, sin embargo, a raíz del convenio que tienen con nosotros en esta oportunidad no nos van a cobrar los honorarios de los instructores. Si bien nosotros deberíamos pagarles el alojamiento, toda la instrucción del curso será brindada en forma gratuita, con lo cual, creo que existe una compensación en ese sentido.


Acá tengo el proyecto de resolución sobre las jornadas, el cual se lo dejaré a Carla, y también el dictamen de la Comisión de Política Judicial que está a la firma.

Dr. Cozzi.- Yo estaba tratando de ver de dónde surgía este tema de los viáticos y de los pasajes en los convenios, pero no lo encuentro.

Dr. Letner.- ¿Querés ver el convenio?

Dr. Cozzi.- No, yo lo tengo el convenio, pero no encuentro de dónde surge eso.

Dr. Letner.- Es un costo de alrededor de 2.500 ó 3.000 pesos.

Dr. Cozzi.- Y en este caso solamente habría que pagar los viáticos y el alojamiento.

Dr. Letner.- Sí. Los honorarios del curso no nos los cobran.

Dr. Mas Velez.- Igualmente, habría que explorar otras alternativas que tiene el Centro, porque éste tiene otros programas.

Dr. Letner.- Seguro. Tal como dije antes, la instrumentación de este programa responde un poco a un pedido de los magistrados y en virtud de que el Centro tiene un programa específico en materia de litigación, pero -como bien decís vos- ellos también manejan otro tipo de capacitación.


Yo creo que con un viaje más, el año que viene casi todo el fuero habrá absorbido todo el sistema general chileno y se puede empezar a desarrollar otro tipo de trabajo.

Dr. Mas Velez.- Por eso digo que no sea por desidia nuestra que no veamos cuál es la oferta completa que tiene el Centro. La idea sería ir variando los componentes, porque el pensar en una sola de las ofertas que nos brindan sería una lástima.


Al margen de esto, también tendrían que hacer una segunda parte en la cual se pueda revisar específicamente la experiencia chilena, porque de casualidad me encontré con algunos funcionarios relevantes del fuero y llegamos a la conclusión de que no sólo no estamos tan lejos en términos de tecnología sino que tampoco lo estamos en cuanto al estado de los inmuebles y demás; es decir, ellos no están tan cerca del ideal como había quedado registrado en la memoria de los magistrados que habían participado de otras visitas.

Dr. Letner.- Es verdad. Lo que más impacta es la Ciudad Judicial, porque después tienen otros edificios que no están muy lejos de la situación en la que están los nuestros.

Dr. Heller.- Ellos utilizan mucho la figura del leasing, sobre todo en el tema tecnológico. Con lo cual, cuando se empiezan a desactualizar los equipos renuevan todo el parque.


Aprovecho para contar que técnicamente estoy de  licencia y, más allá de agradecerles por permitirme esta excelente posibilidad de viajar a Chile, quería contarles que lo vivimos como una muy interesante experiencia.


Si me preguntan mi visión como abogado de la reforma penal, me parece que -por decirlo de alguna manera- es una carcasa muy bonita pero no tanto por dentro. Creo que, en cuanto a nivel, los magistrados argentinos no tienen absolutamente nada que envidiarles a los magistrados chilenos y que estamos mucho más avanzados que ellos, sobre todo en el tema de la defensa pública, que para ellos es algo novedoso. De hecho, los defensores no están equiparados a los magistrados y cobran bastante menos, al igual que los fiscales, que recién estaban empezando a equipararse.


Por lo tanto, creo que hay algunas cosas muy interesantes que rescatar. Por ejemplo, en el aspecto administrativo la figura del administrador del tribunal es realmente muy interesante. 


Realmente fue bueno viajar para darnos cuenta de que en algunas cosas estamos bastante bien.


Solamente quería aprovechar la oportunidad para agradecerles por esta posibilidad. Después les haré llegar un informe por escrito un poco más específico sobre las cosas que estuvimos conversando.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Justamente por esto que dice Mariano me parece bueno que vayan funcionarios de acá e insistí tanto en que los consejeros podamos viajar para darnos cuenta de que no estamos tecnológicamente atrasados y que vamos a la vanguardia en un montón de cosas.

Dr. Heller.- Yo tuve esa sensación; no tenemos esa Ciudad Judicial que tienen ellos, que realmente es espectacular, pero en el resto no estamos para nada lejos.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Es que son 90 mil metros cuadrados de construcción; es una obra importante.

Dr. Heller.- Sí; es realmente espectacular.


Les pido disculpas, pero me tengo que retirar. 


Buenas tardes.

· A las 15.59, se retira el doctor Heller.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Si están de acuerdo, trataremos en Varios el tema del curso de capacitación en técnicas de litigación en los procesos penales.


- Asentimiento. 

Dr. Letner.- Hemos fijado para el 10 de setiembre la reunión con el fuero contencioso administrativo; en ese sentido, hace unos meses atrás ya habíamos tenido un encuentro en el SIC.


Al respecto, la doctora Daniele me alcanzó el siguiente temario tentativo: revisación de algunas cuestiones de infraestructura; seguir revisando el tema de las ejecuciones fiscales, y la posibilidad de integración de una Sala III dentro del fuero. Y me pidió -aprovecho que están presentes los integrantes de la Comisión Auxiliar de Fortalecimiento Institucional- si era posible tener antes del 10 de setiembre una reunión con el procurador de la Ciudad y los consejeros, a efectos de hacer una propuesta de trabajo relacionada con las ejecuciones fiscales. La idea sería que ella tuviera una reunión preliminar, para que pueda informar el 10 de setiembre al fuero acerca de cuál sería la temática a seguir.


Por lo tanto, le propuse a la doctora Daniele oficializar esta idea ante ustedes, para que realicen las tratativas correspondientes y puedan reunirse con ella. 

Dr. De Giovanni.- En la Comisión está pendiente el tema que originó las primeras reuniones con la doctora Daniele, es decir, el pedido de una mesa de entradas única.

Dr. Letner.- La reunión la tendrían que organizar ustedes.

Dr. Mas Vélez.- Para refrescar la memoria de los que no pertenece a la Comisión, tuvimos una reunión con la Sala I de la Cámara en lo Contencioso, y luego otra con la Sala II. Y estamos por realizar la segunda parte de esa reunión.


En cuanto a lo que solicita la doctora Daniele, me parece un poco pronta la fecha, pues ya tuvimos una reunión a efectos de contar con un panorama suficientemente abarcativo de lo que opinan los diversos integrantes de la Cámara.


Por lo tanto, antes de ponerle fecha al encuentro considero que tendríamos que hacer la devolución de las dos reuniones anteriores que tuvimos, primero con la Sala I y luego con la Sala II.

Dr. Letner.- Ella pedía una reunión informal antes del 10 de setiembre.

Dr. Mas Vélez.- Preferiría agotar la instancia de las dos reuniones con las salas I y II y luego, a posteriori, realizar el segundo encuentro con los camaristas y los jueces de primera instancia.


- Varios consejeros hablan a la vez.
Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- El doctor Mas Vélez tiene razón.


Tanto la creación de la Sala III como la situación de las ejecuciones fiscales son temas que les preocupan a la totalidad de la Cámara y, también, a los jueces de primera instancia. Recuerdo, en oportunidad de haber gestionado una reunión con el ministro de Economía Nielsen -que después no pudo llevarse a cabo por un problema de agenda del ministro-, que los jueces de primera instancia hicieron un planteo por el lado de "nosotros debemos estar en esa reunión más que los camaristas". En ese momento había invitado al doctor Centanaro, quien era el presidente de la Cámara; entonces, cuando se enteraron algunos jueces de primera instancia, me dijeron "Carla, los que sabemos más del trámite de las ejecuciones fiscales y de toda la problemática que ello representa para la primera instancia, somos los jueces de primera instancia".


Por lo tanto, y en sintonía con lo que plantea el doctor Mas Vélez, agotaría la agenda de temas con la Cámara; e invitaría a participar de una eventual reunión con el procurador a los jueces de primera instancia.

Dr. Letner.- De todas formas no era una reunión definitoria.


La reunión con el fuero la queríamos hacer porque ya había pasado cierto tiempo del último encuentro.


Pero una cosa que se puede proponer es no tocar en la próxima reunión con el fuero el tema de las ejecuciones fiscales, y sí considerar el tema edilicio u otras cuestiones menores.


- A las 15 y 52 ingresa la doctora Moya.
Dr. Letner.- La doctora Daniele me pidió hacer una reunión más corta -de aproximadamente dos horas- un lunes por la tarde, en su edificio y con un temario tentativo. Por eso quería ver la posibilidad de encontrarse con el procurador y la Comisión Auxiliar de Fortalecimiento Institucional para avanzar en algunas cuestiones.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Podríamos postergar su realización hasta octubre pues, entre otras cosas, para ese mes ya contaremos con nuestro salón de abajo. De esa forma la reunión podría hacerse aquí.

Dr. Letner.- Elevé el proyecto de subrogancias de jueces a consideración de la Junta Federal de Cortes y de la Federación Argentina de la Magistratura. En ese sentido, me sorprendió la rapidez con que la FAM me respondió vía mail. 


Les leeré un corto párrafo de la respuesta, más allá de que ellos no están de acuerdo con la elaboración de proyectos transitorios porque dicen que en la Argentina, lo transitorio después se convierte en definitivo. 


Uno de sus párrafos -para mí muy importante- dice: Estimamos que este proyecto brinda una adecuada solución al problema planteado, estableciendo un régimen conforme el cual, sin perjuicio de su excepcionalidad, propone la designación de jueces subrogantes conforme criterios de razonabilidad, respetuosos de las normas constitucionales que exigen la realización de concursos públicos para el nombramiento de jueces de esa jurisdicción. De esta manera se garantiza que quienes se desempeñen como magistrados subrogantes hayan superado las diversas etapas previstas en los concursos, logrando el mejor puntaje.


Y después nos puntualizan: Como observación, en el artículo 35 bis podemos decir que no advertimos que sea necesario reglamentar la exclusión automática del juez que se hubiera desempeñado -es decir que tampoco apoyan todo- como subrogante en oportunidad de los concursos para la cobertura definitiva de la vacante que subroga, y que por tal circunstancia se encuentra afectada la transparencia de dichos concursos. Este apartamiento juega en detrimento del interés general de seleccionar la persona mas idónea para el cargo, amén de vulnerar derechos constitucionales como el ejercicio de la función pública, el de ser elegido, el de igualdad ante la ley, etcétera.


Firma: María Rosa Caballero de Aguiar, directora del Instituto de Estudios Judiciales de la Federación Argentina de la Magistratura.


Si bien este tema sería bueno ponerlo nuevamente en el tapete, les alcanzaré la opinión de la FAM, ya que el Poder Judicial es un poder de la Ciudad e integra la Federación Argentina de la Magistratura; y si la F.A.M. nos está dando su apoyo me parece que sería relevante para nosotros avanzar en esa dirección. Creo que tenemos el apoyo de la comunidad judicial del país, porque hoy por hoy la F.A.M. representa a los poderes judiciales de todo el país; y que, de alguna, al momento de elaborar el proyecto podamos citar que tiene el apoyo de la F.A.M. realmente es un tema relevante.

Después se los voy a alcanzar para que todos ustedes lo tengan.

Dr. Duquelsky.- Pido la palabra.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Tiene la palabra el doctor Duquelsky.

Dr. Duquelsky.- Yo creo que no está en condiciones de ser difundido de esta manera, porque ese CD contiene archivos que están en distintos formatos, llámese pdf, word, etcétera. Para el trabajo nuestro sirve perfectamente, pero me parece que antes de distribuirlo habría que convertir todos los archivos en un solo formato y que éste sea  inmodificable.

Dr. Letner.- Está bien. Entonces, lo podemos girar a la Dirección Informática para que el material salga en un formato único e inmodificable.

Dr. Duquelsky.- Claro. Es decir, el trabajo que hizo Ermida fue netamente jurídico, porque él no tiene por qué hacer un trabajo informático. Entonces, habría que terminar de ver los aspectos técnicos de este trabajo de recopilación normativa.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Estamos de acuerdo.

Dr. Letner.- Por último, quería informar que he sido beneficiado con una beca de parte del Consejo General del Poder Judicial de España para asistir a uno de sus programas en la Escuela Judicial de Barcelona. Para mí realmente fue una gran satisfacción, porque se seleccionan 15 ó 18 jueces de Iberoamérica y yo he sido elegido como el representante de la Argentina para participar en este curso.


Tengo que agradecer a los doctores Lozano, del Tribunal Superior, y Garavano, quienes firmaron sendos avales, y a la doctora Nolasco, quien me incentivó para que me presentase.


Y hay una cuestión anecdótica, porque cuando Julio cuando viajó a España -hace unos meses- había entablado conversaciones con el Aula Iberoamericana para que en el programa del año que viene puedan ser destacados consejos miembros del Poder Judicial dentro del programa. Así que, ahora le di esta noticia a Julio, porque no sabía nada.

Dr. Mas Velez.- ¿De qué programa vas a participar?

Dr. Letner.- De todos los programas que había el que a mí me parecía más importante, un poco por la función propia que nosotros desempeñamos, es el de Dimensión Política del Derecho y la Economía.

Dr. Mas Velez.- ¿Cuánto dura el curso?

Dr. Letner.- Siete semanas.

Dra. Blasi.- ¿Te lo tenés que pagar vos?

Dr. Letner.- No. Lo paga el Consejo General del Poder Judicial de España.


Les quiero agradecer la paciencia, porque sé que mi ausencia va a dificultar, por lo menos, el normal desempeño de las comisiones que integro.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Quisiera sugerir que, hasta el regreso del doctor Letner, el lugar que él ocupa en las comisiones de Disciplina y Acusación, de Política Judicial y de Autonomía, Autarquía y Descentralización del Ministerio Público, teniendo en cuenta que lo hace en representación del estamento judicial, sea cubierto entre el doctor Baldomar y quien les habla.

· Asentimiento.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Previo a que el consejero Baldomar haga su informe, quiero comentarles que hemos recibido unos presentes institucionales de parte de la Policía de Investigaciones de Chile. Se trata de una medalla y de unos libros. Por lo tanto, quiero expresar nuestro agradecimiento por este gesto a la Policía de Investigaciones de Chile.

C. Informe de consejeros.

Del doctor Baldomar.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- El siguiente punto del Orden del Día es el informe de consejeros.


Tiene la palabra el doctor Baldomar.

Dr. Baldomar.- Con respecto a lo de Chile quiero decir que yo tengo una visión un poco distinta a la que se expresó aquí. Considero que es muy difícil ir a ver algo cuando tenemos una idiosincrasia completamente distinta. Fuimos a un país unitario, con una formación completamente autoritaria aceptada por los de derecha y los de izquierda. 


Entonces, se fue a ver una experiencia partiendo de la base de que ellos no creen en la defensa pública y de que el Ministerio Público está organizado muy “yanqui” y para ser completamente dependiente del fiscal. En definitiva, es buena la experiencia para saber lo que tenemos, porque yo creo que estamos mucho mejor en cuanto a recursos humanos. 


Allí no hay colegios de abogados. Para ser abogado uno debe ser egresado de Derecho, hacer un examen para ser licenciado en Ciencias Jurídicas, y luego trabajar seis meses para el Estado en cuestiones de procuración; luego la Corte te designa abogado. O sea, es un sistema completamente distinto al nuestro. Los detenidos tienen un cartel que dice “imputados” y pulseras en las muñecas y en los pies al estilo de los “yanquis”.


Tienen dos policías a falta de una, que dependen del Ministerio de Defensa y no del de Interior o de Justicia. 


Considero que es bueno tener esta relación con el CEJA, y que a futuro hay que ahondarla. 


Potro otro lado, hay dos temas que me preocupan. 


Todos los jueces hemos recibido por parte del presidente de la Cámara -para contestar-, un oficio de la Sala II de la Cámara Contencioso Administrativo Federal relacionado con el beneficio de litigar sin gastos de una persona contra el Colegio Público, el cual devolví sin responder. Al respecto, el oficio viene firmado por el abogado, y en él consta la transcripción del artículo 398 del Código Procesal Civil y Comercial acerca de que las entidades públicas y privadas tienen la obligación de contestar. 


Yo no lo contesté, y dejé constancia de que lo devolvía en virtud de que por el artículo 129 y cláusula transitoria 15 de la Constitución Nacional, el artículo 8° de la Ley Cafiero más el artículo 49 de la Ley 7, el Juzgado 18 es un órgano jurisdiccional y que, por lo tanto, la normativa citada es improcedente.


Esto viene a colación porque me fui a Chile sumamente molesto por declaraciones del doctor Ricardo Recondo -presidente de la Asociación de Magistrados y Funcionarios de la Justicia Nacional- efectuadas al periodista Cappiello y publicadas en el diario La Nación. Respecto de la transferencia de competencias, trata en forma despectiva a los jueces de la Ciudad considerándolos "jueces municipales". En ese sentido, a esto le doy dos lecturas; o tiene un supino desconocimiento del derecho -lo cual es preocupante en un juez de cámara-, o lo dice de una manera despectiva por lo que están llevando.


Volviendo al punto anterior, no podemos contestar un oficio como si fuéramos Obras Sanitarias de la Nación. Es por ello que tenemos que hacer entender que la Justicia de la Ciudad es provincial. Si no "marcamos la cancha" nosotros, no podemos pretender que siempre "la pelota la pongan otros".


Planteo este tema porque no sé si merece una declaración de parte nuestra, o que le enviemos una nota al presidente de la Asociación de Magistrados, respecto de quien no sé si tiene un supino desconocimiento de la Constitución o solo se expresó de una manera irrespetuosa con relación a los colegas de otras jurisdicciones. La Constitución es por demás clara acerca de esta cuestión. Entonces -reitero-, desconozco si debemos contestarle al presidente de la Asociación y, además, desarrollar una campaña vinculada con lo que entendemos que nos corresponde, más allá de las formas. 


Pero no podemos renunciar a los principios, porque no escuché nunca a ningún representante de la Asociación de Magistrados y Funcionarios de la Justicia Nacional hablar de la gente. En ese sentido, el servicio de justicia está dirigido a la gente y no a los jueces, fiscales y defensores. Actualmente, no se advierte que los habitantes de la ciudad de Buenos Aires tienen una capitis diminutio respecto del resto: tienen una instancia menos -porque todas las provincias cuentan con un Superior Tribunal-, y sus jueces no son elegidos por sus representantes. En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires los que tramitan un divorcio, un cheque o las expensas son elegidos, por ejemplo, por senadores de Santa Cruz o de la provincia de Río Negro, por un catedrático del Litoral, un abogado de Santa Fe, por diputados de la provincia de Buenos Aires y -en una mínima proporción- por un solo representante del Colegio Público de Abogados, de un total de 13 miembros.


Este tema lo plantearé en la próxima reunión pues creo que debemos desarrollar una política activa.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Soy partidaria de enviarle una nota al presidente de la Asociación de Magistrados y Funcionarios de la Justicia Nacional, haciéndole saber que la Justicia municipal desapareció con la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires de 1996.


No podemos permitir que en un diario como La Nación nos llamen "justicia municipal", y callarnos la boca. Es por ello que creo conveniente enviarle una nota al doctor Recondo aclarándole los tantos, fijando una posición e invitándolo a que se retracte de los dichos.

Dr. Letner.- Habría que lee bien la nota.


Yo leí el artículo, y creo recordar que dice algo así como "para muchos colegas la Justicia de la Ciudad sigue siendo una justicia municipal".

Dr. Baldomar.- Es una nota que todos sabemos que fue generada por él.

Dr. Cozzi.- Pero es distinto el hecho de que haya generado la nota, que el "haya dicho que...".

Dr. Baldomar.- La cuestión es que en definitiva, la nota es hacia él, o hacia sus representados o asociados.

Dr. Cozzi.- Pero no tendríamos que hacerle cargo a él de algo que aparentemente no habría dicho. Por eso creo que habría que leer bien la nota.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Consigamos la nota y la analizamos en el próximo plenario.

Dr. Baldomar.- Y la otra cuestión la hablaremos el jueves, en sentido de si no tendremos que mandarle una nota a la Corte Suprema manifestando nuestra preocupación respecto del trato que recibimos. Es la segunda vez que recibo "señores Contravencional y Faltas 18" firmado por un abogado.

B) Informe de presidentes coordinadores de comisión (Continuación)

Comisión de Infraestructura Judicial.

Dra. Moya.- La Comisión de Infraestructura Judicial volverá a reunirse el miércoles, y uno de los temas que están solicitando los jueces del fuero contencioso administrativo de la Avenida de Mayo es que se empiece a resolver la situación edilicia.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Me han informado que ya se están ocupando.

Comisión de Autonomía, Autarquía y Descentralización del Ministerio Público.

Dra. Moya.- En primer lugar, debo resaltar que todos los miembros de la Comisión agradecen y destacan muchísimo el acercamiento de los miembros del Consejo a los funcionarios -sobre todo a las cabezas- del Ministerio Público.


En segundo término, todos son conscientes de que se ha iniciado una nueva etapa. Existe un nuevo marco jurídico.

Creo que a partir del lunes entra en vigencia plenamente la ley 2.386, que reconoce la autonomía funcional y financiera, motivo por el cual, evidentemente, ayer había como una concordancia -y hoy la pude constatar nuevamente- en cuanto a que realmente el marco de la función auxiliar de autonomía y descentralización no sería el apropiado para continuar con la vinculación del Consejo con el Ministerio Público. Me parece que correspondería un trato jerárquico superior, de mayor nivel -como corresponde-, para poder decidir con quienes tengan la capacidad jurídica y representativa suficiente.


Coincido plenamente con el proyecto que en su momento había presentado el doctor Mas Velez y, a su vez, recojo y les transmito a ustedes la opinión de los doctores Kestelboim y Garavano, quienes opinaban de igual manera.


Obviamente va a haber un período de transición, va a haber que establecer una especie de comité de enlace y coordinación o algo por el estilo. Lo que vale es la idea, y la idea es que el plenario sea quien se tenga que fijar la pauta de integración de esa entidad y, a su vez, el Ministerio estaría totalmente dispuesto a integrarla. 


Van a estudiar, para proponernos, una forma equitativa en donde quede bien clara la paridad de posiciones, por ejemplo en materia de votación.


Entonces, lo que yo quiero transmitirles es la buena voluntad de los miembros del Ministerio Público para dar este salto cualitativo e importante en la vinculación con el plenario del Consejo, lo cual me parece que es un adelanto, porque ellos han alcanzado una meta importante y el plenario tiene que acompañarlos en ese logro en el cumplimiento de sus funciones y tratar de evitar la duplicidad que establece la ley en materia de estructuras administrativas.


Yo creo que podríamos empezar a ver cómo rearmar todo este tema. Dejamos ofertada la posibilidad de que por el momento sea la misma comisión el ámbito de organización para este debate. Y obviamente que cuando llegue el momento de tomar decisiones sí o sí tiene que ser debatido aquí, en el plenario.


Simplemente les quería comentar esto porque a mí realmente me parece un avance en el plano institucional.


Yo, como miembro de la Comisión de Autonomía, Autarquía y Descentralización del Ministerio Público, me siento muy orgullosa de que este paso se esté dando de buena manera; y, más aún, me parece que se inicia una etapa seria y permanente de institucionalización y que esto es una muestra, no sólo hacia adentro sino también hacia afuera, de que podemos manejarnos como una Justicia única, como corresponde.


Solamente les quería decir esto.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- ¿Algún otro consejero tiene que informar algo?

Dr. De Giovanni.- ¿Puedo hacer un comentario con respecto a este tema?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Cómo no.

Dr. De Giovanni.- Yo no voy a hacer un informe; solamente quiero decir que el 18 de octubre vamos a hacer una jornada lo más amplia posible sobre Derecho de Familia.


Con respecto a esta cuestión, quiero decir que acabo de terminar de entender el tema del Ministerio Público. ¿Lo que vos estás proponiendo la creación de una comisión bipartita?

Dra. Moya.- Yo no la llamaría comisión; sería un órgano.

Dr. De Giovanni.- Me parece bien, si es que hay acuerdo para hacerlo. 


Creo que el tema hay que desligarlo de la cuestión de la comisión, que ese órgano tiene que tener la representación del Consejo y que tiene que tener la representación del estamento.


Entonces, o será por estamento o será el Consejo Directivo; todo tiene sus pro y sus contra. Se puede reproducir, o no, en este Consejo Directivo, pero sería mejor que lo decida cada estamento en consulta con los miembros del Consejo Directivo. Y la razón por la cual opino esto radica en que el Consejo Directivo tiene muchas tareas asignadas, y esta cuestión redundará en una innecesaria acumulación de tareas. Por lo tanto, me parece bien que quede a resolución de cada estamento. En todo caso, que con un miembro de cada estamento se forme una comisión de tres miembros encargada de las relaciones con el Ministerio Público, y yo agregaría lo siguiente: que mientras esa comisión actúe no funcione la Comisión de Autonomía, Autarquía y Descentralización del Ministerio Público, para no generar competencias paralelas.

Dr. Mas Velez.- Lo que habíamos hablado con Teresa es que la verdad que el Consejo de la Magistratura no tiene ilimitados recursos humanos, y a este ente que estaríamos creando va a haber que brindarle personal de apoyo. Por lo tanto, considerábamos coherente que las personas que actualmente se ocupan de las tareas de apoyo en la comisión sean quienes se ocupen de esta tarea.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Les quiero hacer una pregunta. Si no va a ser el Comité Ejecutivo el representante y la Comisión de Autonomía va a estar relevada, ¿es necesario crear otra comisión cuando ya existe una comisión de Autonomía y Autarquía? Digo esto si no va a ser el Comité Ejecutivo, porque me parece que la idea de Juan Pablo iba de la mano de una representación de carácter institucional. Porque nosotros también podríamos dotar a la Comisión de Autonomía, Autarquía y Descentralización de esa representación de carácter institucional.

Dr. Mas Velez.- Quiero hacer una aclaración. Investir de representación a uno, dos o tres consejeros significa darles una representación de los 9. En cambio, una comisión de trabajo es un tercio del Consejo que elabora un tema, emite un dictamen y lo somete a la consideración del plenario. Son cosas distintas.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Como decía Julio, nosotros tenemos un representante por estamento en el Comité Ejecutivo y también un representante por estamento en la Comisión de Autonomía, Autarquía y Descentralización del Ministerio Público. Uno puede olvidarse del Comité Ejecutivo o de la Comisión de Autonomía y Descentralización y cada uno, por estamento, elegir a una persona e investirlo de representación para llevar adelante las negociaciones durante este período de tres meses.

Dr. Devoto.- Le vamos a dar un nombre distinto pero le vamos a poner la misma estructura de la comisión. O sea que va a ser lo mismo.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Exactamente. Llegaremos a tener otra Comisión de Autonomía.

Dr. Mas Velez.- No. La verdad es que la formalidad no es un tema menor, y la diferencia entre ser un tercio del plenario y tener la representación del conjunto del Consejo son dos cosas completamente distintas.


La verdad que sobre este punto ayer no se extendió nadie, porque a los participantes les parecía sumamente imprudente avanzar en detalles sobre cómo el Consejo se iba a representar. Lo que les parecía importante era que el Consejo estuviese representado.


Es cierto que en el nuevo marco legal no podemos seguir trabajando en una comisión asesora del plenario del Consejo.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Es probable que yo no me exprese bien, pero vos podés investir a esa comisión asesora de esa representación sin necesidad de crear otro ámbito.

Dr. Mas Velez.- Está bien; el tema es que haya una representación.

Dr. Letner.- Se trata de que tenga poder decisorio.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Exactamente. Eso es lo que planteé.


Una cosa es decir que va a ser el Comité Ejecutivo...

Dra. Moya.- Yo no mencioné el Comité Ejecutivo...

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- No; esto lo estoy mencionando yo en sintonía con lo que Juan Pablo había mencionado en plenarios anteriores. Eso es una cosa. Por otra parte, puedo investir de representación a la Comisión de Autonomía o puedo elegir tres consejeros que no integren ni el Comité Ejecutivo ni la Comisión de Autonomía.


Lo mío es al solo efecto de evitar dispendios jurisdiccionales. Lo podemos enfocar en que sea el Comité Ejecutivo o la Comisión investida de representación institucional. Ambos órganos han estado trabajando en los distintos temas desde otras vertientes...

Dr. Mas Velez.- ¿Te puedo completar el informe? Porque me parece que puede contribuir a la discusión.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Sí.

Dr. Mas Velez.- Luego de un debate en el cual cada uno presentó su opinión del marco legal, todos concluimos en que la ley deja espacios de coordinación no resueltos, en términos de quién y cómo los pueda coordinar. Entonces, a una amplia mayoría  nos pareció importante explorar la posibilidad de constituir un órgano. Cómo se va a representar el Consejo de la Magistratura y cómo se va a representar el Ministerio Público sería un problema que cada uno de ellos deberá resolver por su cuenta. Y quién es competente para dictar un reglamento o las reglas de juego que le darán sentido a ese órgano es un problema a resolver entre todos, y lo deberemos aprobar en los próximos días.

Dr. Letner.- Ayer habíamos propuesto elaborar una especie de mesa de trabajo, para la cual ellos podrían colaborar con el aporte de dos o tres funcionarios y nosotros con otro tanto para empezar a trabajar en el tema.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Nosotros también tenemos una mesa de  trabajo, y justamente ayer algunos funcionarios me preguntaban si seguían trabajando en esa mesa. Me parece que nos vamos a terminar diversificando en muchas funciones y no vamos a hacer nada.

Dr. Mas Velez.- Los problemas que debe resolver el Consejo son: primer punto, cuál es su propuesta de quién es competente para resolver en esta cuestión, crear un órgano y asignarle competencia; segundo punto, qué competencia va a tener, qué tanto va a resolver y qué temas va a resolver; y, por último, una cuestión no menor para los dos representantes del Ministerio Público que estaban ayer: cuál es el mecanismo de toma de decisiones, si será por unanimidad o si será por mayoría. Estos son los puntos duros. El primero es crítico, porque alguien tiene que decir “constituyo”. 


Habrá que ponernos a trabajar en los próximos días -y para mí cuanto más rápido mejor- en definir quién es el que puede decir “Constituyo este ámbito, le doy estas facultades y adopto estos mecanismos de toma de decisiones”.

Dra. Moya.- Yo creo que es una cuestión bilateral, porque en realidad se trata de una cuestión de las dos áreas. Tenemos que reubicarnos mentalmente en el nuevo marco legal.

Dr. Letner.- Yo no veo mal el convenio.

Dra. Moya.- Yo tampoco.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Aclaro que la ley no hace mención a convenios sino a acuerdos. Y después, dentro de las facultades del Ministerio Público, hay un inciso que hace referencia a coordinar con el Consejo de la Magistratura las políticas en materia de política judicial, planificación estratégica y política de ejecución presupuestaria.


Entonces, la idea es aprovechar el marco institucional sin importar dentro de cual se haya trabajado. Ya se han tenido por lo menos dos reuniones con funcionarios del Ministerio Público y del Consejo de la Magistratura. Por lo tanto, ahí hay un punto de partida que puede servir para el ámbito administrativo y, también, para otras áreas.


Reitero, no se trata de una delegación sino de trabajo, porque nosotros -los 9 consejeros- no tenemos tiempo para sentarnos a mirar todos los temas, sino que alguien nos tiene que dar los rudimentos, tal como se hace con las actuaciones que luego consideramos en plenario; es decir, no las tramitamos nosotros sino el administrador, Informática o Recursos Humanos a través de sus áreas, y nosotros decidimos. Por lo tanto, no se trata de una delegación.


Hay que resolver quién será la representación institucional. En ese sentido, me permito apuntar algo que a lo mejor estaba mal expresado: si no será el Comité Ejecutivo -que tiene representación institucional-, deberá investirse a la Comisión de Autonomía, Autarquía y Descentralización del Ministerio Público para que trabaje por tres meses como órgano de enlace; o tendrá que elegirse a tres consejeros -quienes formarán el órgano de enlace-, y a la Comisión de Autonomía, Autarquía y Descentralización del Ministerio Público se le suspenden sus funciones durante tres meses. Esas son las tres variables que pueden adoptarse.


¿Cómo se integrará del otro lado? Ellos plantearán una integración, la cual será resuelta en forma conjunta. Y después veremos los caminos alternativos: si un acuerdo, un convenio o una modalidad de trabajo establecida sobre la base de circuitos administrativos que no tienen por qué llamarse convenio ni acuerdo. Esas serían las diversas herramientas de trabajo.


 Para optimizar el tiempo de los funcionarios del Consejo de la Magistratura no tenemos que abrir diversos carriles discusión, sino que debemos ponernos de acuerdo acerca de qué tareas desempeñará cada comité de implementación que está trabajando, a efectos de optimizar los recursos y el trabajo desarrollado a la fecha. Caso contrario, no haremos nada.

Dr. De Giovanni.- Si creamos una nueva comisión ad hoc estaremos dando una impronta de representatividad importante; es decir, pondremos el ojo en el caso, sin importar la composición. 


En consecuencia, con la comisión ad hoc el mensaje sería más directo: "de esto nos vamos a ocupar con estos tres consejeros que nos van a representar". Y a partir de ahí serán esos tres consejeros los que nos tendrán que traer la modalidad.


Por lo tanto, lo primero que haré es integrar la nueva ley al marco normativo que corresponda.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Sería la Ley 1903 reformada por la 2386.

Dr. De Giovanni.- Una vez integrada, se le da una lectura integral y lo más jurídica posible. Eso es lo que tendremos que hacer todos y, especialmente, las tres personas que designemos.

Dr. Baldomar.- Me abstendré porque siempre creí en la autarquía del Ministerio Público. Nosotros tenemos comisiones asesoras del plenario, y considero que la ley no cambió tanto las cosas como para que nos tengan que "cambiar la cancha".

Dr. Letner.- En realidad, ellos están muy a gusto con nosotros.

Dr. Baldomar.- No votaré en contra, pero sí me abstendré porque no tengo el ánimo positivo para resolver estas cosas.

Dr. Letner.- Una propuesta intermedia hasta que nos organicemos sería que la comisión, una vez por mes o cada quince días, realice un plenario en forma conjunta con el Ministerio Público.

Dr. Mas Vélez.- Esa fue una propuesta nuestra que no tuvo la mejor acogida.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Si vamos a revestir a este nuevo órgano de enlace -sin importar su integración- de representación institucional, creo que dicha representación va de la mano de no ser permanentemente consultado.

Dr. Letner.- Esa es la idea. Pero yo me refería al "mientras tanto".

Dr. Mas Vélez.- Más allá de que todos conocen mi opinión acerca de esta reforma legal, considero que deja muchas cuestiones en un cono de sombra y que es necesario tomar el toro por las astas y dar una respuesta.


Las respuestas pueden ser varias. Una sería atacar la ley, para lo cual habrá que recurrir a las instancias correspondientes y no al plenario del Consejo; no le cabe al Consejo resolver en la cuestión. Pero no puede evitarse tomar algunas medidas que hagan a la buena organización del Poder Judicial.


Por eso en la sesión anterior planteé que después de haber leído el texto de la ley publicada, no veía una vocación de transitoriedad en esos espacios de coordinación que entendía que había que constituir. ¿Por qué? Porque esos lugares opinables que deja la ley subsistirán mientras la norma mantenga su vigencia. Por lo tanto, no quedaba más que reaccionar frente a ello.


La ley tuvo una resolución paradójica. A contramano de lo que nos planteaban el fiscal y el defensor -y en algún punto la asesora tutelar-, en el sentido de que ellos creían que era necesario y razonable coordinar la cuestión administrativa y no la política; la norma expresamente dijo: deben coordinar las políticas y, especialmente, la planificación estratégica y la ejecución presupuestaria. En consecuencia, se adoptó la solución inversa a la que se planteó en su oportunidad en la mesa de debate.


Hay dos alternativas para coordinar esto. Una de ellas es que cada uno de los órganos pueda tomar una iniciativa, y oficiar al otro comunicándole su posición. Pero las primeras experiencias al respecto no fueron muy exitosas. La resolución dictada por el fiscal en términos de crear un programa de acceso todavía no recibió la adhesión de ninguno de los demás órganos. 


Por lo tanto, nos parece más prudente constituir un órgano en el que respecto de propuestas como esta, la resolución final surja de la deliberación y no de mecanismos más tensos del tipo "yo tengo una propuesta, la pongo en un papel y la diligencio", sin que exista ningún ámbito en el cual cada uno de los cuatro organismos -porque en materia de administración de ciertos temas, no en todos, se unifica la personería en el comité de administración conjunta- pueda presentar sus opiniones, escuchar la de los otros y modificar los criterios en razón de los argumentos presentados por los otros; en síntesis, que la decisión sea deliberada. Considero que nosotros somos los que deberemos solucionar el problema de quién será competente para hacer esto. 


La otra alternativa es la del convenio, la cual fue planteada por el doctor Letner y es del agrado de algunos titulares del Ministerio Público. Yo preferiría explorar, en primer lugar, las facultades remanentes en materia del dictado de reglamentos generales que quedan en manos del Consejo de la Magistratura y, en segundo término, las alternativas convencionales, las competencias que creemos que el órgano deberá tener y los mecanismos de toma de decisiones. 


Y creo que el último punto tendría que ser la representación que propondrá el Consejo de la Magistratura.


Hay que tener en claro la arquitectura institucional, porque si ésta es muy deficitaria, es probable que 9 sobre 9 digan "a esa locura no voy". En consecuencia, primero habrá que hacer este diseño para que a todos nos quede en claro después la utilidad de la tarea que se desempeñará


Lo que parece poco prudente, más allá de la buena voluntad con que ayer concurrieron el defensor y la asesora, es que nosotros sigamos trabajando con una comisión que es asesora de este plenario. O sea que cuando se expresa, emite la opinión individual de cada uno de los consejeros; y aun con el acuerdo de los tres, solo representa un tercio de este plenario. Esa no parecería la mejor solución.

Dr. Devoto.- En este esquema, con esta nueva comisión con tres consejeros y con esta delegación de la facultad de tomar decisiones vinculadas con el Ministerio Público, ¿podría darse la posibilidad de que este Consejo adopte decisiones que sean desconocidas, por ejemplo, por el Comité Ejecutivo del Consejo de la Magistratura?

Dr. Mas Vélez.- No debería darse ese supuesto.

Dr. Devoto.- ¿Por qué?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Porque delegás institucionalmente en tres consejeros, para que te representen en ese marco de actuación. Entonces, dicha comisión de enlace debería mantener informado al plenario acerca de cuáles son las actividades que realiza. 


Pero no tendría que ser desconocida esa representación; así como en la práctica no es desconocida la representación que ejerzo, por ejemplo, cuando firmo una demanda, aunque ustedes no conozcan todos los textos de las demandas que firmo.

Dr. Devoto.- ¿Pero quién va a tomar la decisión?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Los tres consejeros.

Dr. Cozzi.- Por eso la importancia de la competencia, tal como expresa el doctor Mas Vélez.

Dra. Moya.- Además, considero que el mecanismo es más transparente.


Las reuniones de la Comisión de Autonomía, Autarquía y Descentralización del Ministerio Público son públicas; y si es necesaria la presencia de taquígrafos, los habrá. 

Dr. Letner.- Lo que será complejo es el tema de las mayorías y minorías en las votaciones.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Podría darse un supuesto de empate. Aquí, ante dicho supuesto el doble voto lo tiene el presidente del organismo. Pero en una comisión conformada por el Ministerio Público y el Consejo de la Magistratura, como son tres y tres podrían producirse muchos casos de empate. Entonces, ¿quién desempata?

Dr. Duquelsky.- ¿Puedo hacer un comentario?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Sí, claro.

Dr. Duquelsky.- Yo creo que, en realidad, el único supuesto decisorio debe ser la unanimidad a la hora de la coordinación, porque yo no creo que se pueda renunciar a competencias constitucionales y legales. Por lo tanto, me parece que el ámbito de la coordinación a lo que debe apuntar es precisamente a la coordinación, pero yo no creo que puedan imponer mayorías y minorías en este ámbito; de hecho, la ley es muy cuidadosa y crea un ámbito específico dentro del Ministerio Público, comisión conjunta, y dice “solamente en estas cosas resuelven ustedes como comisión”.

Dr. Mas Velez.- Yo lo reforzaría en la línea de la unanimidad por el lado de la palabra “acuerdos”, porque se menciona esa palabra. Para mí eso exige el concurso de todas las voluntades. El problema de la unanimidad siempre es el cáncer del veto del último, pero lo cierto es que en una primera instancia pareciera existir el acuerdo de todos.


Además, se da una situación compleja, porque hay tres situaciones posibles: una situación en la cual el Ministerio Público ha recibido competencias para actuar de acuerdo a facultades que le son propias y que en algún punto uno podría interpretarlas como excluyentes; otra situación en la cual están obligados a actuar en conjunto los integrantes del Ministerio Público; y otra situación en la cual están obligados a coordinar y solicitar al Consejo. Ahora, en esa última instancia no están obligados a actuar conjuntamente como en el ámbito de la Comisión de Administración sino que sólo están obligados a hacerlo en la instancia intermedia. En las cuestiones más agravadas, especialmente en los gastos más grandes, en las definiciones de políticas y en la programación presupuestaria no están obligados a acordar entre ellos. Por ende, puede darse una situación en la cual un miembro del Ministerio Público -como planteaba ayer el defensor- prefiera un modelo de relación que no pareciera coincidir con el que hasta ahora vienen trabajando otros órganos del Ministerio. Él puede decir “Yo quiero mi modelo de acuerdo con el Consejo y, en principio, no estoy de acuerdo en someterme a un criterio uniforme”.

Dr. Duquelsky.- En algunos puntos las finalidades son muy distintas. La Asesoría Tutelar, por ejemplo, tiene una dotación de personal infinitamente menor en relación con otras áreas del Ministerio. Entonces, aún con las estructuras que ya aprobamos, quizás podría no necesitar de nada del Consejo para conceder la licencia de unas pocas personas o unas pocas altas o bajas y hasta para liquidarles los haberes.

Dr. Letner.- Es que creo que el menú de cuestiones a tratar tampoco va a ser muy extenso, porque habrá muchas cuestiones que quedarán bajo la órbita propia.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Yo no estoy tan de acuerdo con eso, y justamente hoy tuvimos un ejemplo en el Informe de Presidencia en relación al tema de las bases de datos de acceso a la licencia. Aún hoy, cuando hacen designaciones viene la designación del personal, Recursos Humanos toma nota de la designación, verifica la imputación presupuestaria a los efectos de dar el alta y anota en el legajo. 


Es obvio, lo estamos haciendo como seguidos por ese impulso de que hay que hacer las cosas para no burocratizar la cuestión y tener todo paralizado hasta que se resuelva de alguna manera. Hay una infinidad de requerimientos que vienen sobre una situación que nosotros hoy no podríamos definir, porque van a requerir acuerdo al circuito administrativo. Tengo la reforma de Tuyú, por ejemplo, en donde está todo en marcha, está el proyecto y se está trabajando en el pliego, pero el administrador no la va a poder firmar. Estamos haciendo todo el trámite y lo van a tener que  firmar los titulares del Ministerio Público, porque aún en el marco de la ley 23.086 nosotros no estamos facultados a hacerlo.


Entonces, hay muchas cuestiones para tratar. Creo que es bien finito el manual de cuestiones que nosotros tenemos que delimitar con ellos: cómo la vamos a llevar adelante, cómo se plantean los requerimientos, qué apoyo logístico damos nosotros, etcétera; si nosotros somos meros escribas de las resoluciones de los trámites administrativos que ellos firman o si nosotros vamos a tener alguna ejecución. 


Hoy por hoy, si vemos las actuaciones que vienen del Ministerio Público nos daremos cuenta de que todas vienen como si la ley 23.086 no existiera.

Dra. Moya.- Es cierto. 


Debemos tener en cuenta la cláusula transitoria 4, porque ella dice que hasta tanto cada ámbito del Ministerio Público asuma las facultades de administración que le son propias conforme la presente ley, el Consejo de la Magistratura continuará prestando su aporte administrativo correspondiente a las tareas de administración de personal, liquidación de sueldos, servicios de infraestructura y mantenimiento, compras y contrataciones, preadjudicaciones, servicios técnicos informáticos y demás tareas que aseguren el normal funcionamiento.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Sobre eso debo decir que la Comisión de Justicia de la Legislatura no me escuchó. Porque esa cláusula transitoria formaba parte del texto originario de la ley 1.903, sin la reforma de la ley 23.086, si no no tiene ningún sentido el “hasta tanto el Ministerio Público asuma todas las facultades de administración”. Porque estaba pensado que tenía todas las facultades, no sólo hasta 300 mil pesos.


Como ustedes recordarán, yo les comenté que le había enviado una nota informal al doctor De Estrada sugiriendo alguna modificación del artículo 52, que había quedado con una poco feliz redacción en algunos incisos. Y también le hice un comentario sobre esta cláusula transitoria, porque sugiere que va a tener más facultades de administración de las que hoy en día tiene. Sin perjuicio de eso, no recuerdo si el artículo 18 ó 21 de la ley 23.086 dice que a los efectos de no duplicar estructuras nosotros prestaremos el soporte administrativo. Y lo que nos preocupa a todos es justamente cómo vamos a prestar ese soporte administrativo, y sobre todo a los funcionarios.

Dr. Mas Velez.- Ayer planteábamos en la reunión que nosotros queremos que ellos contribuyan a financiar algunos servicios, como compras, personal o lo que sea, pero en algún lugar tenemos que plantearlo, por lo menos para que nos digan que no. Por ejemplo, tenemos que decir “Yo quiero que usted contribuya a financiar el 20 por ciento del costo de mi programa de infraestructura”; nos podrán decir que no, y bajo ningún punto de vista, pero por lo menos tenemos que pedirlo.

Dra. Moya.- Yo creo que todo depende de cómo se los planteemos. Creo que tenemos que hacer un curso de venta de producto.

Dr. Cozzi.- Yo trataría de buscarle la salida más simple, porque lo estamos haciendo un poco complejo.

Dra. Blasi.- Para mí la salida más simple es el Comité Ejecutivo.

Dr. Cozzi.- Está el tema de la coordinación que establece la ley, que les indica que no pueden tomar decisiones unilaterales.

Dr. Devoto.- Pido la palabra.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Tiene la palabra el doctor Devoto.

Dr. Devoto.- Yo creo que estamos mezclando las cosas, que nos estamos yendo de un lugar a otro;  empezamos a hablar desde el lugar desde donde manejar una cierta relación y con qué características y luego pasamos a hablar de los contenidos y demás. 


Me parece que debemos tratar de simplificar las cosas en cuanto al tema de las facultades porque, en definitiva, por más que lo pongamos así o lo demos vuelta, somos nosotros mismos; o sea, un vaso tiene la misma forma si lo ponemos hacia arriba o hacia abajo. 


Si nosotros fuésemos jugadores de fútbol y nos ponemos la camiseta de Defensores del Chaco tendremos menos poder ante el referí y haremos menos goles que si nos ponemos la camiseta de Boca, por ejemplo, pero seremos los mismos jugadores. Lo que quiero decir es que nosotros tenemos estructuras, funcionarios y todo lo necesario como para no tener la necesidad de seguir creando cosas tan rebuscadas. Tenemos que ir a la simplificación de las cosas. 


Veamos qué es lo que tenemos, busquemos lo más simple y preocupémonos por los contenidos, por las cosas en serio que tenemos que discutir.


Me parece que no da para estar hablando durante 45 minutos sobre desde qué lugar y de qué nos gusta más o de qué nos gusta menos, porque en definitiva seremos nosotros mismos.

Dr. Letner.- Por eso se decía que si se opta por el Comité Ejecutivo a la conformación actual sólo habría que cambiarle un solo nombre, que en realidad no sería nada complicado. Y otra opción que se comentó era maquillar reglamentariamente el actual desempeño de esta comisión y avanzar en ese sentido.

Dr. Devoto.- Por eso digo que lo tenemos que pensar bien. Yo acepto la sugerencia que un poco planteó Juan Pablo la semana pasada, pero buquémosle la vuelta para tratar de simplificar la cuestión.

Dr. De Giovanni.- Confieso que yo acabo de leer la ley y encuentro que tiene aparentes contradicciones y que va a ser un poco difícil manejarse con este instrumento, pero como no es una ley de las que pueden ser reglamentadas por el Poder Ejecutivo, nosotros tenemos que pensar en dar una solución reglamentaria acordada con el Ministerio Público, para que no la vayan a impugnar, a través de la cual resolvamos todos los problemas que nos quedan.


Es importante el tema del nombramiento de nuestros representantes porque, en definitiva, ellos son los que se van a tener que poner a trabajar un poco más en este tema, quienes lo van a tener que cargar sobre sus espaldas, pero en realidad debemos trabajar todos. 


Hay que buscar un ámbito reglamentario que sea mejor que el actual, pero dicho ámbito tiene que nacer de la voluntad de ambas partes; debe ser una especie de contrato social.


Creo que hay voluntad en el Ministerio Público, me parece que éste no quería tanto como establecen muchos de los artículos de esta ley, y menos el inciso 7) del artículo 18 y menos esa disposición reglamentaria tan poco feliz que mencionamos.

Dr. Ponsa Gandulfo.- Pido la palabra.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Tiene la palabra el señor administrador.

Dr. Ponsa Gandulfo.- Yo comparto plenamente lo que dice Julio en cuanto a que la ley tiene contradicciones, por más que no las queramos ver, y no creo que haya habido malicia sino que simplemente se han equivocado al redactarla. Pero lo cierto es que si el plenario asume -y no pondero- que la ley tiene a pleno las competencias que tiene, para mí hay dos opciones: una son los acuerdos que menciona la ley, que no involucran solamente a las áreas administrativas y la Oficina de Administración sino a todos los niveles, ya que no sólo involucrará el tema de las compras o servicios en general sino también a algunas designaciones, y la otra es esa cosa confusa de la cláusula 4, que señala “hasta que se asuma plenamente la administración”, cuando la facultad de administración ya la tiene. 


¿Qué significa asumir plenamente? Asumir plenamente significa que ellos se darán su propia administración.
Dr. De Giovanni.- Es hasta 300 mil pesos.

Dr. Ponsa Gandulfo.- Así es.


Pero cuando se habla de soporte administrativo se incurre en una contradicción, porque ¿cuál es el alcance del soporte administrativo? Desde hace una semana que estamos analizando con mis asesores ese término. 


¿Soporte administrativo alcanza simplemente a la sustanciación de un escribiente, que lo único que hace es escribir oficios; no los firma, pero los escribe? ¿O soporte administrativo es todo? Tenemos que tener en claro esto, caso contrario entraremos en una complicación cotidiana que a lo único que llevará es a la no ejecutividad del presupuesto.


Además, les recuerdo que con la puesta en vigencia y las comunicaciones se están perdiendo días; los pedidos siguen llegando, no se les da respuesta y tal vez se esté retroalimentando una malicia que, por cierto, no existe, porque no está en el ánimo de nadie frenar u obstaculizar.


Pero lo cierto es que hasta que no haya una mínima matriz de interactuación con el Ministerio Público estará todo frenado.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Debido a que ha sido un informe planteado por la presidenta de la Comisión de Autonomía, Autarquía y Desecentralización del Ministerio Público, y ya que todos hemos adelantado algún criterio, si están de acuerdo sugiero que se incluya este tema como un punto a tratar en el próximo plenario. 


Mientras tanto, seguiremos la marcha de las cosas cotidianas, tal como lo venimos haciendo hasta ahora.


- Asentimiento. 

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Queda entonces incluido el tema como un punto del próximo orden del día, el cual podríamos titular "órgano de relación con el Ministerio Público".

D) Informe de Funcionarios

Sr. Administrador General

Dr. Ponsa Gandulfo.- En la última reunión de la Comisión de Administración y Financiera puse de manifiesto la imposibilidad de aplicar plenamente el régimen de viáticos de la resolución 348. Y se resolvió que se continúe con los viáticos en trámite o que estén siendo solicitados -de la índole que fueren- sobre la base de la resolución 212, que es anterior. Eso fue lo que resolvió la CAyF.


En ese sentido, yo estoy dejando de aplicar, porque tengo participación en el régimen de viáticos, una resolución de plenario. Por lo tanto, sugiero que se opte por la suspensión de la resolución 348.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Hoy tenemos dos actuaciones relativas a viáticos de la Comisión de Administración y Financiera.


El Comité de Secretarios Letrados está abocado a la búsqueda de una reglamentación que podamos aplicar al respecto. Mientras tanto, como teníamos muchas actuaciones para resolver, la Comisión de Administración y Financiera resolvió dar viáticos con el parámetro objetivo -no con el texto- de la resolución 212.


No hemos suspendido la resolución 348, sino que establecimos objetivamente como parámetro para otorgar el monto del viático, el monto dispuesto por la resolución 212, hasta tanto podamos nosotros establecer un marco objetivo válido para aplicar la cuantía -el monto en sí del viático- y no la resolución en general.


Considero que el doctor Ponsa Gandulfo no planteó el tema correctamente. No suspendimos la vigencia de la resolución 348, sino que tomamos otro parámetro objetivo. A mi modo de ver, no hace falta la suspensión de la resolución 348 sino la cuantía del viático.

Dr. Ponsa Gandulfo.- Es que tengo que dictaminar sobre los fondos, y no quiero incumplir una resolución del plenario. Por eso pedí la suspensión.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Pero la CAyF te dio un instructivo, vinculado con informar acerca de si hay partida suficiente. Después, nosotros determinaremos la adecuación normativa. Eso es nada más que a los fines de que no se frenen las actuaciones.

Sr. secretario técnico.

Dr. Duquelsky.- Ayer hubo una reunión del comité de implementación con los funcionarios del Ministerio Público.


En ese sentido, cuando tomamos conocimiento de que se iba a realizar esa reunión, y de que se tratarían algunas de estas cuestiones, sentimos una sensación un tanto ambigua porque no sabíamos hasta dónde avanzar, ya que se estaban discutiendo temas más profundos sobre el particular.


Más allá de eso, tenemos prácticamente delineadas -creo que para la semana que viene podremos presentarlas formalmente al plenario y a la comisión conjunta del Ministerio Público- varias sugerencias para probar ciertos circuitos. Me refiero a algunas cuestiones básicas tales como las relativas a cómo se toma nota de las licencias, de las cajas chicas o de las contrataciones.


Está más o menos acordado desde el punto de vista de los funcionarios cómo deberían ser los mecanismos, por ejemplo, de altas y bajas de personal, las licencias, los contratos, las cajas chicas, etcétera. Se trata básicamente de cuestiones vinculadas con erogación de fondos mediante un esquema de órdenes de pago. 


Esto está pensado en términos del control de la liquidación de cajas chicas. Por ejemplo, si el gasto lo efectúa el Ministerio Público, éste se hace cargo y viene al Consejo la orden de pago para reponer esa caja chica. Y lo mismo sucede respecto de un contratado: la certificación de los servicios de sus contratados la hace el Ministerio Público, y aquí viene la orden de pago junto con la factura.


Se trata de una serie de circuitos que terminaremos de delinear en estos días, a efectos de poder presentarlos cada uno en su ámbito de competencia: ellos en la comisión conjunta y nosotros al plenario.


Estimamos que el próximo martes esto va a estar finalizado.

Dr. Cozzi.- Sugiero que si el trabajo lo terminan antes lo circularicen, a efectos de saber de qué se trata previamente a la realización del plenario.

Dr. Duquelsky.- Considero que estará terminado antes del martes.


El otro punto respecto del cual hemos empezado a dialogar -pero no sabemos a nivel cúpula la decisión-, se vincula con la secuencia de la imputación presupuestaria de los gastos del inciso 1) -sería una primera etapa-, y la imputación i) -asignación de personas con nombre y apellido que apoyen al Ministerio Público-, en una segunda. Incluso, no sé si los funcionarios del Ministerio Público, con o sin mandato, pensaron en una tercera etapa de traspaso directo de personal. Al respecto, el contador Espiño interpretaba a estas dos cláusulas -que parecen contradictorias- como sucesivas: el deber del Consejo de prestar soporte administrativo en la primera etapa; y un momento formal -así lo ve él- de asunción plena de competencias, como si el 1° de enero el fiscal general dictara una resolución que dijera "a partir de hoy asumo plenamente mi función". Y a partir de ese momento se abrirían dos carriles: convenios, o autogestión dentro del ámbito de su competencia.


Ese es el panorama que se nos plantea, y supongo que a nosotros nos facilitará el hecho de que existe un ámbito a nivel de consejeros y generales que puedan seguir trabajando.

Dr. Cozzi.- Me parece que ya se indicó como uno de los parámetros el de la coordinación. Al respecto, la coordinación ya indica una suerte de acuerdo, más allá de que la propia ley hable de acuerdo. Por lo tanto, me parece que dentro de ese marco hay que entender la norma, más allá de los defectos técnicos de redacción y de las contradicciones.

Dr. Duquelsky.- Nosotros nos manejamos con la idea de la coordinación; y estamos viendo algunas cuestiones menores que fácilmente pueden ser resueltas con cierto circuito básico. Hasta ahí llegamos.

Dr. Cozzi.- Sería interesante que la coordinación también sea pensada del otro lado; hablo en general del Ministerio Público; no sé si es de todos, de alguno o de algunos. Pero este sentido de coordinación y acuerdo también debería venir del otro lado, caso contrario será muy difícil acordar algo. Para que haya acuerdo, por lo menos tiene que haber dos partes.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Se supone que hay un trabajo de interacción entre nuestros funcionarios y los del Ministerio Público; y que habrá una devolución respecto de ese trabajo, tanto del Consejo como del Ministerio Público.


Pero por ejemplo, un funcionario me comentó que el contador Espiño también manifestó que ellos van a pedir la apertura de una jurisdicción propia, lo cual implica una ejecución presupuestaria que la ley no dispone. Entonces, considero que parte del problema surge de la propia ley.


Si leen el artículo 52 podrán observar que nadie ejecuta el presupuesto del Ministerio Público, porque la facultad no la tiene el Ministerio Público ni el Consejo de la Magistratura. Pero si se interpreta sobre la base del espíritu de la ley, se entiende que la facultad sigue siendo del Consejo de la Magistratura; pero eso es lo que interpreto yo, que integro este organismo. Por lo tanto, hay determinadas cosas respecto de las cuales posteriormente haremos alguna presentación formal en la Comisión de Justicia y en la Presidencia de la Legislatura a efectos de que se corrija el texto legal, pues como dije, trae problemas de interpretación.


Nosotros somos jurisdicción 7, el Tribunal Superior es jurisdicción 8 o 6 -no lo recuerdo-, y si va a haber una nueva jurisdicción que se llame 7 bis, eso significará una ejecución presupuestaria propia; no ejecución presupuestaria bajo la órbita del Consejo de la Magistratura ni ejecución de ellos hasta 300 mil pesos. Esto fue explicado por el contador Espiño en la reunión de funcionarios. 


Son diversas las cuestiones que tendrán un impacto político importante sobre el desempeño del Consejo de la Magistratura, y deberíamos abocarnos a conversarlas lo más rápidamente posible.

Dr. Cozzi.- Por eso me pareció interesante el tema del reglamento.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Hay que tratar estas cuestiones para no dilatarlas; y ustedes traten de pasar en limpio ese proyecto.

Dr. De Giovanni.- Mientras tanto, ¿quién mantiene las relaciones con el Ministerio Público?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Por un lado, actualmente las actuaciones administrativas del Ministerio Público ingresan vía Presidencia -ya sean designaciones o licencias- y yo las giro a las diversas áreas. Y por el otro, se está trabajando en la Comisión de Autonomía, Autarquía y Descentralización del Ministerio Público y, también, en la de Implementación.


Esto ha seguido el cauce normal que venía de antes de la reforma; y no lo cambiaría hasta que resolvamos cómo definiremos las relaciones. 


Todo lo que ingresa para trámite se hace vía Presidencia, que es como ha sucedido siempre; eso no ha cambiado. Cualquier requerimiento ingresa vía Presidencia. Entonces, lo que se hace es despachar ese requerimiento conforme la naturaleza que tenga; con la salvedad del lineamiento con que trabajamos el otro día en la Comisión de Administración y Financiera en relación con hasta dónde tenemos facultades. En consecuencia, en algunas cosas hacemos el soporte administrativo, y devolvemos la actuación para que sea resuelta por ellos.


Hay otras actuaciones que ingresan al revés y solo nosotros debemos tomar nota como, por ejemplo, una designación de personal. El otro día se suscitó un inconveniente: vino una persona -resolución en mano- y le dice al director de compras "hágame el contrato por orden del defensor general", sin ninguna notificación ni nada al organismo. Entonces, lo llamo al defensor general y él me dice que esa persona seguramente se equivocó, y que el contrato se haría en el Ministerio Público porque contaban con el soporte administrativo para hacerlo y el modelo de contrato suministrado por nosotros. Me dijo que lo iban a hacer ellos y que esa persona no tenía nada que hacer en el ámbito del Consejo de la Magistratura. Yo lo notifiqué de que recibimos tarde la designación de esa persona bajo la modalidad de contrato y lo giré a la Oficina de Administración para que tome nota de ello de acuerdo a la partida presupuestaria correspondiente. 

Por ahora nos venimos manejando así. Institucionalmente, y a pesar de la vigencia de la nueva ley, no cambió esa circunstancia.


Lo que nosotros tenemos que discutir es lo que estuvimos discutiendo ahora, pero eso lo podemos hacer en el próximo plenario.

Dr. Letner.- Una pregunta, para ser operativos, ya que formaría parte del plenario del martes que viene. ¿Les parece trabajar a nivel asesores en algún proyecto en este sentido? ¿Qué debería aportar cada uno de nosotros el martes que viene en relación a este tema?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Un punto de partida es el trabajo que debemos aprovechar de la comisión. Diego nos acaba de informar que van a tener esto listo para que nosotros lo tratemos en el próximo plenario.

Dr. Letner.- ¿Ustedes tendrían un proyecto de reglamentación?

Dr. Duquelsky.- Tendríamos un punto de algunos circuitos: licencias, altas, bajas, contratos y demás.

Dr. Letner.- Lo pregunto para ver si a nivel asesores se pueden poner en contacto con ellos para trabajar en el tema. La intención es que avancemos y evitar que el martes próximo volvamos a generar la misma discusión de hoy.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Si traemos propuestas las tomamos como puntos de partida.


El señor secretario de Coordinación se tuvo que retirar para asistir a la Fundación Carolina; igualmente, no tenía nada para informar y se encuentra en uso de licencia.

3) Proyectos de Resolución.

A. Con dictamen de comisión sin disidencias.

Comisión de Selección.

3.1 Expediente SCS-175/06-0 s/ designaciones y promociones - Juzgado de primera instancia Contravencional y de Faltas N° 1 (Dictamen CSEL N° 199/07)



- Se aprueba.

3.2 Expediente SCS-159/06-0 s/ designaciones y promociones - Cámara de Apelaciones en lo Contravencional y de Faltas (Dictamen CSEL N° 197/07)



- Se aprueba.

3.3 Expediente SCS-074/06-0 s/ designaciones y promociones - Juzgado de Primera Instancia Contencioso Administrativo y Tributario N° 3 (Dictamen CSEL N° 201/07)



- Se aprueba.

Comisión de Administración y Financiera.

3.4
Actuación CM N° 12663/07 - Defensor general, solicita adelanto de gastos para asistir a las XX Jornadas de los Ministerios Públicos, a realizarse los días 18 al 21 de septiembre del a o en curso en la provincia de San Juan. Dictamen CayF.

3.5 Actuación CM N° 16293/07 - Fiscal General, Dr. Germán Garavano solicita la contratación de Carla Metti bajo la modalidad de locación de servicios, para prestar servicios en la Secretaría General de Política Criminal y Planificación Estratégica, por un importe mensual de PESOS DOS MIL ($2.000.-). Actuación CM N° 16490/07 - Res. DG N° 87/07 - Defensor General , Dr. Mario Jaime Kestelboim solicita la contratación de Guillermo Rodríguez bajo la modalidad de locación de servicios, con un importe mensual de PESOS TRES MIL QUINIENTOS ($3.500.-). Dictamen CAyF.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Sobre estas actuaciones 4 y 5 quiero señalar que en la Comisión de Administración y Financiera  hicimos dictamen favorable en el entendimiento del marco normativo de la ley 1.903. Se trata de viáticos para el Ministerio Público.


En el caso del defensor general, es una solicitud de adelanto de viáticos, y en el caso del fiscal general es una contratación bajo la modalidad de locación de servicios.

Dra. Blasi.- ¿Esto no sale del presupuesto de ellos?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Sí.

Dra. Blasi.- ¿Y el fiscal general tiene presupuesto?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Sí.

Dr. Letner.- ¿Y por qué viene a la consideración del Consejo?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Porque ya estaban en marcha las actuaciones.

Dra. Blasi.- Entonces, hay que aprobarlo.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Si les parece bien, agregaremos un segundo artículo al modo que había sugerido Julio oportunamente; es decir, con la forma en que salió una resolución de Presidencia hace unos días en oportunidad de una designación para que el fiscal general ratifique. En este caso sería para el defensor y para el fiscal general.


Si estamos de acuerdo, los ponemos a consideración con ese agregado.


- Asentimiento.
Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Entonces, en primer lugar se va a votar el punto 4 teniendo en cuenta lo que se acaba de expresar.


- Se practica la votación.
Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Se aprueba.


En segundo lugar, se va a votar el punto 5, también teniendo en cuenta lo que se acaba de expresar.


- Se practica la votación.
Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Se aprueba.

3.6.
Expediente N° 178/06 - Solicitud de liquidación de diferencia salarial del agente Sebastián Peral. Recurso jerárquico contra la Res. CAyF N° 17/07. Dictamen CayF.

3. 7.
Expediente N° 179/06 - Solicitud de liquidación de diferencia salarial del Dr. Alfredo Carella. Recurso jerárquico contra la Res. CAyF N° 18/07. Dictamen CayF.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Estos puntos tienen que ver con unas resoluciones que había adoptado el plenario en relación a una compensación que se aprobó para los agentes Peral y Carella. Ambos vienen con recurso jerárquico contra la resolución de la Comisión de Administración y Financiera adoptada oportunamente.


Se les había establecido una compensación en función de que ambos se desempeñaron como secretarios ad-hoc de la Comisión de Disciplina, pero no para  reemplazar permanentemente al secretario de la comisión sino para experiencias puntuales. Se le dio un expediente a Peral y otro a Carella. 


En el caso de Carella el anterior plenario y en el caso de Peral la conformación actual del plenario -haciendo una equiparación de lo que había sucedido en el caso del doctor Carella-, resolvieron que les correspondía una retribución y que la Comisión de Administración debería fijar en qué correspondía dicha retribución. Oportunamente la Comisión de Administración fijó una retribución y, tanto Carella como Peral, plantearon un recurso de reconsideración. La comisión les rechazó ese recurso y contra esa resolución está planteado el jerárquico.


La retribución se había fijado en la suma de 750 pesos para Carella y de 500 pesos para Peral.


Parte de las cuestiones que tuvo en cuenta la Comisión de Administración y Financiera fue que el reemplazo no fue permanente sino que ellos cumplían la tarea y, además, desempeñaban otra tarea.

Dra. Blasi.- Lo que pasa es que ellos toman como antecedente un caso anterior.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Sí. Ellos toman como antecedente el caso de Lucchetti y de los secretarios del Jurado de Enjuiciamiento que estuvieron trabajando en oportunidad del jury para el magistrado Gallardo, pero no es técnicamente la misma situación ni el mismo caso.


Sin perjuicio de esto, yo estuve revisando ambas resoluciones, y quiero dejar asentado que no voté a favor de la resolución de Carella y sí a favor de Peral, porque le había salido a Carella en pos de no vulnerar la igualdad ante la ley, y en realidad en el recurso del doctor Carella está planteada una situación asimilable a un pedido de aplicación analógica a la Ley de Honorarios Profesionales para la determinación del monto. Porque lo que discuten ambos es que la Comisión de Administración no explicó cuál era la pauta objetiva en base a la cual en un caso arribaba a la suma de 750 pesos y en el otro a la de 500 pesos.

Dr. Devoto.- Nosotros habíamos dicho que, en realidad, como entendíamos que esto era una gratificación estábamos capacitados para utilizar el que consideráramos conveniente en cada caso.

Dr. De Giovanni.- ¿Qué es lo que solicitan?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Ellos solicitan que nosotros reveamos la situación y que les paguemos el monto que están pidiendo, que es mucho mayor.

Dr. Letner.- ¿El monto que ellos solicitan se basa en qué criterio de actuación? ¿Es similar a lo que sería una regulación de honorarios?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- No. Se basan en ello utilizando los parámetros que nosotros utilizamos para determinar la remuneración de Lucchetti, que cobró el 33 por ciento del cargo de secretario.

Dra. Blasi.- Pero no es el mismo caso, porque Lucchetti trabajó de manera consecutiva.

Dr. Cozzi.- Sí. Y, además, en ese caso se dispuso cómo se le iba a pagar en el acto de designación.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Tiene razón lo que dice Eugenio. En la designación de Lucchetti se establecía el monto de la remuneración. Cuando se los designó a Peral y a Carella como secretarios ad-hoc para la realización de esos sumarios no estaba establecida ninguna gratificación; la gratificación se estableció después.

Dr. Cozzi.- En realidad no estaba dispuesta ninguna remuneración sino que eran ad-hoc. Después se les reconoció una gratificación pero no se dijo de cuanto, y se delegó en la comisión establecer el monto.

Dr. Baldomar.- Hay una cuestión. El Jurado de Enjuiciamiento nuestro no es permanente sino que se conformó al efecto, y todos los propuestos eran de distintos lados. En ese caso concreto, el doctor Lucchetti era del Poder Judicial, con lo cual, en su momento a algunos se les pagó una compensación  mensual respecto al cargo propuesto por cada jurado. En el caso de él, como ya era de acá, se entendió que le correspondía una diferencia, y por eso se le abonó esa diferencia. Pero debemos aclarar que fueron más de tres meses de trabajo completamente intensivo; es más, recuerdo que el doctor Lucchetti se quedó a trabajar durante todo el mes de enero, y a mí me consta, porque en más de una oportunidad el doctor Lucchetti nos llamaba desde el Tribunal Superior a las 8 de la mañana y a las 8 de la noche.

Dr. Cozzi.- Por eso decimos que no son casos comparables.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- A mí me parece que, más allá de que el dictamen diga que la gratificación es una liberalidad del empleador que ante determinadas circunstancias decide otorgarla, es discrecional la fijación del monto, y por eso estima que hay que rechazar la solicitud. Y después dice que es facultativo si estimábamos conveniente realizar alguna modificación. El dictamen de la Comisión de Administración que adoptaron los doctores Cozzi y Devoto, porque yo no estuve presente en esa reunión de comisión, recomienda el rechazo del recurso jerárquico interpuesto.


Yo estuve viendo la actuación y, la verdad, voy a ser partidaria de votar por la apertura del recurso jerárquico interpuesto y disponer que hagamos un nuevo cálculo de la gratificación sobre la base de la Ley de Honorarios Profesionales, atendiendo a la naturaleza, complejidad, calidad y extensión en el tiempo de los respectivos trabajos oportunamente  realizados. En ese mismo sentido, me voy a aportar del dictamen de la Comisión de Administración.

Dr. Devoto.- ¿En el caso de abrirse el recurso, se podría utilizar como parámetro el criterio que utilizamos para los conjueces?

Dr. Cozzi.- Pero esta es una cuestión discrecional. Aquí no está fijado un monto. Inclusive, creo que tuvimos un poco en cuenta la fijación de los montos mínimos que prevén las leyes.

Dr. Devoto.- Creo que analizamos la cantidad de escritos, la cantidad de presentaciones que hubo, etcétera.

Dr. Letner.- ¿O sea que eso ya fue evaluado?

Dr. Devoto.- Sí.

Dra. Blasi.- Yo no voy a hacer lugar a la apertura del recurso porque, aparte, esto fue analizado por la Comisión de Disciplina y pasado a la CayF, y ésta, que es una comisión de ley, tomó una determinación. El no aprobar ese dictamen sería volver atrás y cuestionar una determinación tomada por una comisión de ley. Si no, estamos yendo y viniendo y siempre empezando de cero, lo cual no puede ser.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Mi voto es por abrir el recurso.

Dr. Duquelsky.- Lo que sucede es que no hay como dos instancias en esta instancia del procedimiento.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Entonces, voto por abrir el recurso; y encuadro el caso en el monto mínimo estipulado por la ley de honorarios profesionales, a efectos de establecer en la suma de mil pesos la gratificación, que es el monto mínimo que dispone el artículo 8° de la ley de honorarios profesionales.

Dr. Cozzi.- El monto máximo son 500 pesos.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- El artículo 8° de la ley de honorarios profesionales dice aquellos procesos para los cuales el honorario mínimo contemplado es de mil pesos.

Dr. Cozzi.- No es así; son 500 pesos.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Entonces, se debe haber equivocado mi secretaria letrada.

Dr. Duquelsky.- Dice "en los demás procesos penales", que es lo que aparece en el dictamen de Jurídicos.

Dra. Blasi.- Paso a leer el dictamen: Lo resuelto por la CAyF en la resolución 17/07 y 18 /07 al efecto se debatió: establecer una pauta objetiva sobre la cual calcular el reclamo salarial efectuado por ambos agentes respecto a las tareas desempeñadas como sumariantes en expedientes de disciplina. Ambos pedían que se les liquidara por el tiempo desde que habían sido designados, hasta el efectivo pedido de estimación de estipendios. Serían entonces dos años los que reclaman cada uno. Ambos se dedicaron a llevar algunos expedientes y no todas las incumbencias. 
Llevaron uno cada uno.


Y se propuso pagarles sobre el trabajo efectivamente realizado, es decir, por cuantos sumarios fueron llevados por cada uno, poniendo énfasis en que cumplían un horario parcial, ya que ambos desempeñaban cargos en el Poder Judicial. Se solicitó a la Secretaría de la Comisión de Disciplina y Acusación que informara cuántos sumarios llevó cada uno, e informara también el total de sumarios en curso en ese momento. Se propuso una fórmula para el cargo. El 23/3/07 se decide ante el informe de las tareas de los agentes, no fueron uniformes. La CDyA aprobó los informes realizados por los agentes oportunamente. Finalmente, la CAyF propuso una gratificación de 750 pesos para Carella, y de 500 pesos para Peral. El 6/7 ha ingresado una presentación del doctor Carella solicitando que se le informe sobre el análisis que sustentó la decisión de la Comisión mediante resolución número 18/07, y solicita el acta de la reunión del 23/3/07. Al respecto, el secretario indica que el plenario por resolución número 980/06 solo dispuso que esta Comisión establezca una gratificación, y no dispuso el marco normativo que debía utilizarse a tales efectos. La Comisión comparte el criterio expuesto por el secretario, y entiende que las actas se encuentran en la Secretaría a disposición de los interesados.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Hago una corrección. Mil pesos es para las causas penales.

Dra. Blasi.- Se les pagó exactamente por lo que hicieron: 500 pesos y 750 pesos. O sea que la resolución de la CAyF para mí es correcta. 

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Pero las personas tienen derecho a interponer un recurso. Y lo que estamos viendo ahora es el recurso.


Por lo tanto, tengo derecho a votar por la habilitación del recurso, y a votar que se establezca un monto mínimo de mil pesos en ambos casos, para ponerlo en términos equitativos a la situación del mínimo honorario de una causa penal.

Dra. Blasi.- Ya hubo una resolución del plenario, y estuvimos todos de acuerdo con esta gratificación a partir de una resolución de la Comisión de Administración y Financiera que había establecido el monto de esa gratificación. Y después, cuando la trajeron al plenario, todos votamos la aprobación de dicha gratificación.


Entonces, para ser coherentes con el pensamiento que tuvimos, me parece que no podemos hacer lugar al recurso, caso contrario, estaríamos poniendo en duda una resolución de la comisión que nosotros ya aprobamos.

Dr. Mas Velez.- También es cierto que si vos a un fulano que trabaja acá le encomendás una tarea de manera confusa después él tiene razonables fundamentos para agraviarse y pedir una remuneración por lo que hizo.

Dr. Duquelsky.- De todos modos, hay que dejar en claro que el instructor natural siguió instruyendo.

Dr. Más Velez.- Me parece sano, desde las buenas prácticas, buscar otra respuesta. Habría que buscar qué régimen se acomoda a una situación próxima a las pretensiones. Porque lo que ellos deben solicitar es que se les pague la diferencia entre el cargo que revistan y el que ejercen.

Dr. Duquelsky.- Eso es lo que solicitaron originalmente, pero después cambiaron.

Dr. Mas Velez.- Hay un instituto muy conocido del régimen de la función pública que es que quien subroga un cargo superior cobra la remuneración del cargo que está subrogando, pero en este caso habría que estudiar el tema.


Yo voy a mocionar que no decidamos ahora y que estudiemos más el tema.

Dra. Blasi.- Yo estoy por el dictamen de la comisión.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Entonces, hasta ahora los números de la votación serían los siguientes: Teresa se abstiene, Carla y Julio votarán a favor de la apertura del recurso, Mauricio, Eugenio, Liliana y Ricardo votarán por el rechazo del recurso. Con lo cual, si Juan Pablo o Gustavo no votan favorablemente por el rechazo del recurso no habrá resolución y habrá que tratarlo en otra oportunidad.

Dra. Blasi.- Por lo menos démosle una respuesta a esta gente, ya sea favorable o desfavorable, 

Dr. Letner.- En su momento dije que resultaba necesario adecuar los montos a la efectiva tarea encomendada, pero lo que no me convence de lo que resolvió la comisión es qué criterio o pauta objetiva tuvo en cuenta.

Dr. Cozzi.- Eso lo dice la resolución. ¿La querés?

Dr. Letner.- Sí, por favor.

· El doctor Cozzi hace entrega de material escrito al doctor Letner.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En estas condiciones considero que tendríamos que pasarlo al plenario del próximo martes. Porque si Juan Pablo y Gustavo no están en condiciones de votar...

Dra. Blasi.- Que se abstengan los dos.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Es que no podemos sacar una resolución, Liliana. Se necesitan cinco votos para eso.

Dra. Blasi.- Bueno, pero hay que resolver, porque la gente viene todos los días a preguntarme qué pasa con el tema y quiero darles una respuesta.

Dr. Letner.- Voy a votar por la no apertura del recurso.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Entonces, el consejero Letner vota por la no apertura del recurso. ¿Usted, doctor Mas Velez?

Dr. Mas Velez.- Para mí los dos casos son distintos, por lo que estuve escuchando ahora, porque me estoy desayunando de esto aquí, en el plenario.


No queda muy claro cuál es el rango con el cuál esta gente cumplió la tarea. Los dos eran empleados de la casa, pero uno revistaba en el área, con lo cual, podría estar dentro de la encomienda normal y habitual de tareas. En ese caso, lo que quedaría en discusión es si corresponde o no poner un plus en materia de remuneración.


En el otro caso la persona cumple tareas fuera del área, con lo cual, no estaba dentro de sus tareas normales y habituales. En ese caso, si se pudiera precisar la diferencia de rango con la que cumple la tarea bien y, si no, la verdad es que me gustaría remunerarlo por el concepto de horas extras, pero no por el de honorarios profesionales.


Yo preferiría no hacer uso de la voz “gratificación”, porque no le veo ninguna ubicación a eso en el mundo del régimen de la función pública. Y estos dos profesionales no son terceros para nosotros sino que son empleados del Poder Judicial, con lo cual, yo preferiría no decir que puedo constituir un régimen ad-hoc en el cual pueda darle dinero a los empleados que no sea el régimen de función. Ahí es donde yo veo el problema. 


Si tuviera una moción para formular después de todo esto la haría, pero la verdad es que tengo muchas dudas.

Dr. Durán.- El concepto “gratificación” está aceptado. Lo pusieron ustedes.

Dr. Duquelsky.- Sí. Además, el concepto “gratificación” está en nuestro régimen de la función pública. La subrogancia es concebida como una gratificación. El 1.14.4.6 de la resolución 302 hace referencia a la gratificación.

Dr. Mas Velez.- Pero queda sometido al régimen de la subrogancia. 

Dr. Cozzi.- Tengamos en cuenta que las dos resoluciones que designaron a estas personas no preveían ningún tipo de resolución, y no fueron cuestionadas.

Dr. Durán.- Lo de gratificación no se puede cambiar, porque la resolución de ustedes que dice que merece una gratificación es un tema cerrado; de eso no se quejan. Ellos se quejan del monto.

Dr. Mas Velez.- Pero según lo que estuve leyendo estamos utilizando el mismo concepto para dos cosas distintas, porque en un caso estamos hablando de gratificar por ejercicio de la subrogancia,  pero en el otro caso la cosa cambia.

Dr. Durán.- La subrogancia es insostenible, y por una sencilla razón. El único cargo que podrían subrogar era el de secretario de la Comisión de Disciplina, cargo que siempre estuvo ocupado.


Es como lo explicó Diego; querían a alguien de ellos que supervisen los sumarios, que es lo que hicieron, y además les pagaron, porque eran sus asesores.

Dr. Cozzi.- El tema es que la apelación tampoco va en ese sentido.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- La apelación va pura y exclusivamente por el monto de la gratificación.

Dra. Blasi.- Si quieren estudiar más en profundidad el tema les tiro una idea: que se trate en la Comisión de Secretarios Letrados para ver qué posición tomamos.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Bueno, después de todo esta charla, se va a votar formalmente.

· Se practica la votación.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Con el voto de pedido de prórroga del doctor Mas Velez, la disidencia de los doctores De Giovanni y Cavaliere y la abstención de la doctora Moya, queda rechazado el recurso de reconsideración planteado por los doctores Carella y Peral.

3. 8.
Actuaciones Nros. 16115/07, 17932/07, 17754/07, 16893/07, 16815/07, 13696/07 y 17995/07 - Solicitudes de viáticos para asistir a la “II Conferencia de Jueces de Corte”, a realizarse los días 6 y 7 de septiembre del a o en curso en la Ciudad de Salta. Dictamen de la CAyF.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Varios magistrados plantearon un pedido de viático para asistir a la II Conferencia de Jueces de Corte a realizarse en Salta.  La comisión de Administración y Financiera determinó que viajaran aquellos magistrados que no habían viajado anteriormente. Y, según el criterio que esbozó el señor administrador en su informe, en lo único que nos partamos del criterio de la resolución 348 fue para la asignación del monto del viático, porque no encontramos un paralelo para establecer el criterio en el Consejo de la Magistratura. En ese sentido, tenemos al comité de secretarios letrados estudiando eso.

Entonces, se aprobó pagar el pasaje, y 150 pesos por día para cada magistrado. Hubo varios magistrados -sobre todo contravencionales- que peticionaron viajar. La Comisión, según el voto de quien les habla, eligió una representación de magistrados que no habían viajado nunca. En la resolución figuran formando parte de la representación institucional los doctores Fernando Juan Lima, Carlos Horacio Aostri y Roberto Gallardo, y se agregaría el doctor Baldomar. 


Y no se hace lugar a las solicitudes de las doctoras Martínez, Lara, Parada y Alvaro -por los fundamentos que expresé anteriormente, en el sentido de que el Consejo ya les había pagado viáticos a estas personas-, ni a la de la doctora López Vergara, en virtud de estar con licencia extraordinaria por enfermedad por largo tratamiento y debe presentarse a un control médico el 7 de setiembre. 


Si bien el doctor Baldomar ya viajó en alguna otra oportunidad, en este caso va por la representación institucional. Cabe aclarar que he sido invitada por el presidente de la Corte Suprema de Justicia para asistir a la conferencia de apertura; que le manifesté que no podré asistir por cuestiones vinculadas con el ejercicio de la subrogancia de otro juzgado -la cual me comprometí a llevar adelante hasta el 7 de setiembre-, y que anuncié que iría el doctor Baldomar en ejercicio de la representación institucional.

Dr. Baldomar.- Simplemente quiero hacer una pequeña salvedad, en el sentido de que considero que la representación institucional no tiene nada que ver con la presencia.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Entonces, sacaríamos del expediente el término "representación institucional".

Dr. Letner.- Propongo una idea para este caso en particular -es un poco la inquietud de varios magistrados- porque es el evento de los jueces del año.


El Colegio de Magistrados en este caso ha dispuesto, a modo de colaboración, una suma de 2 mil pesos a prorratearse entre todos los que quieran viajar. 


Tal vez en este caso en particular el Consejo podría fijar una suma única y prorratearla entre todos los que viajen. Aunque no se cubra la totalidad del gasto, si ayuda con 200 o 400 pesos en el total de la erogación, creo que todos los jueces estarán conformes.


Si se ponen 2 mil pesos y se licuan en cinco o seis personas, me parece que se ayudaría de una manera considerable. Además, se trataría de una suma fija.

Dr. Baldomar.- Para nosotros es importante la presencia.

Dr. Cozzi.- Por eso va uno en representación del Consejo.

Dr. Duquelsky.- Tal como se dijo, en el proyecto les sacaríamos a todos -salvo al doctor Baldomar- "en representación del Poder Judicial".


- Varios consejeros hablan a la vez.
Dr. Baldomar.- Dejo sentado que este evento es excepcional. Además, en virtud de estas jornadas no se realizarán las jornadas nacionales de la Magistratura.

Dr. Cozzi.- No niego el carácter importantísimo del evento, pero supongamos que 900 jueces de la Nación le piden viáticos al Consejo de la Magistratura de la Nación porque quieren viajar. Ante esa situación, solo podrían viajar uno o dos. Por la Asociación de Magistrados viajan uno o dos; después, el resto que quiera ir que se solvente su viaje.

Dr. Letner.- Que quede constancia que propongo una suma fija a distribuirse entre los peticionantes.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Con las consideraciones de los doctores Letner y Baldomar, aprobamos el dictamen de la Comisión de Administración y Financiera.

3.9 Actuación N° 15918/07 -Secretaría de la Defensoría Oficial CyF N° 8, Dra. Paula Lagos, solicita viáticos para asistir al "X Encuentro de la Red Latinoamericana y del Caribe de las Instituciones de Salud Contra la Tortura, la Impunidad y Otras Violaciones a los Derechos Humanos, desde el 15 al 19 de agosto de 2007, Honduras. Dictamen de la CAyF.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Este punto viene al plenario a efectos de que se convalide una decisión que se tomó en la Comisión de Administración y Financiera.


Se trata de un pedido de viáticos de la doctora Lagos que viene rechazado por el defensor general. De modo tal que al venir rechazado, nosotros hablaremos con el defensor general para que cuando él considere que no corresponde, directamente no lo envíe a tratamiento.

Comisión de Política Judicial

3.10 Actuación CM N° 5170/07 s/ reglamento interno de la Sala III (Dictamen CAPJ N° 12/07)

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Este actuación se vincula con el reglamento interno de la Sala III.


Tenemos un tema propuesto por la presidenta de la Comisión de Disciplina y Acusación, respecto del cual habíamos quedado que hoy era la última oportunidad para votarlo, pues ella está urgida para la resolución de unos expedientes internos.

Dra. Blasi.- En realidad, el dictamen de la comisión establece que cualquiera sea el título que se le ponga, no implica un reglamento interno. O sea que la Sala no tiene facultades para dictar un reglamento interno.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Voto por el criterio del Departamento de Análisis Normativo, porque verdaderamente es el plenario el que dicta los reglamentos.


La Sala, en todo caso debió, tratarlo en acuerdo general de cámara y, una vez aprobado, remitirlo al plenario.

Dra. Blasi.- No es que tengamos que tratar en parte cada artículo del llamado reglamento, sino que lo que se necesitaba -y por eso vino a plenario- era saber si la Sala podía dictarlo o no.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Si están todos de acuerdo, disponemos el pase vía Presidencia a la Comisión de Disciplina y Acusación, con el dictamen de la Comisión de Política Judicial.


- Asentimiento. 

D. Proyectos sin trámite de comisión.

3. 11.
Actuaciones Nros. 3577/07 y 17157/07 s/ modificación de la licencia de la agente María Virginia Valdés por licencia extraordinaria por enfermedad de largo tratamiento.


- Se aprueba
3.12.
Actuación CM N° 17778/07 s/ licencia extraordinaria por enfermedad de largo tratamiento de la Dra. Patricia López Vergara.


- Se aprueba
3. 13.
Actuación CM N° 16793/07 s/ renuncia del agente Santiago Andrés Gallardo.


- Se aprueba
3. 14. 
Actuación CM N° 17758/07 s/ dar por finalizada la licencia extraordinaria por enfermedad de largo tratamiento de la Sra. Alicia Bedogni.


- Se aprueba.

3.15 Actuaciones CM Nros. 17382/07 y 17783/07 s/ dar por finalizada licencia extraordinaria por enfermedad de largo tratamiento de la Srta. Patricia Díaz.


- Se aprueba

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Se aprueba.


Pasamos al punto 6), que es “Varios” y después tratamos los puntos 4) y 5) del Orden del Día.

6) Varios.

1. Actuación CM N° 17812/07 s/ licencia extraordinaria por enfermedad de largo tratamiento de la Dra. María Soledad Larrea.


- Se aprueba
2. Actuación CM N° 17779/07 s/ licencia extraordinaria por enfermedad de largo tratamiento de la Sra. María Genoveva González.


- Se aprueba
3. Actuación CM N° 17193/07 s/ licencia extraordinaria por enfermedad de largo tratamiento del Dr. Cristian Gaitán.


- Se aprueba
4. Actuación CM N° 14985/07 - Juez de Cámara, Dr. Franza, solicita viáticos para asistir a las IV Jornadas Latinoamericanas sobre Medio Ambiente a realizarse en la Ciudad de Salta. Dictamen CAyF.


- Se aprueba
Renuncia de la doctora Virginia Laura Gianni.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En oportunidad del informe de esta Presidencia habíamos acordado incorporar por Varios la renuncia de la doctora Virginia Laura Gianni.


- Se aprueba
Licencia de la doctora Mirta Siondra.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- También habíamos acordado incorporar por Varios la licencia por enfermedad de largo tratamiento de la doctora Mirta Siondra.


- Se aprueba
Designación del doctor De Urquietta.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- El doctor Letner propone la designación del doctor Gustavo De Urquietta con categoría 12 en su unidad consejero, supongo que motivada por alguna renuncia.


- Se aprueba
Viáticos para capacitadores del CEJA.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Había quedado pendiente el pedido de viáticos formulado por la Comisión de Política Judicial por 3.000 pesos, destinados a los dos capacitadores que vienen del CEJA y, además, la aprobación de la jornada.


Al respecto, le solicito a la Comisión de Política Judicial, para evitar inconvenientes con el Consejo Académico -los que ya hemos tenido en otras oportunidades-, que esto sea una aprobación conjunta con el Centro de Formación. Reitero, en otras oportunidades el presidente del Consejo Académico planteó alguna cuestión por no tener conocimiento de estas actividades formales.


Por lo tanto, les sugiero que para la próxima vez elaboren un dictamen conjunto.

Dr. Letner.- En esta ocasión, a raíz del viaje de la semana pasada y de que la fecha que tenían era esa y no había otra, se le comunicó al doctor Molina Quiroga que por esta vez no llegábamos a proponerles el programa en la próxima reunión de ellos. Y nos dijeron que no había problemas.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Si están de acuerdo, se aprueban los viáticos.


- Se aprueba.
5) Temas de debate (Proyecto de los señores consejeros)
5.1 Proyecto de reglamento interno del Comité de Secretarios Letrados.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Debemos considerar el proyecto de reglamento del Comité de Secretarios Letrados.

Dr. Duquelsky.- Debido a una diferencia de interpretación que me hizo llegar uno de los miembros del Comité, solicito que se postergue este punto para el próximo plenario.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Si están de acuerdo, se procederá en consecuencia.


- Asentimiento. 

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Se posterga este punto para la próxima reunión.

5.2 Ley 2095. Reglamento. Definiciones.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Respecto de este punto, para que podamos aprobar un reglamento es necesario que tomemos varias definiciones políticas. Por lo tanto, no tengo inconvenientes en que se aplace su tratamiento; pero no podríamos pasarnos del martes que viene.

Dr. De Giovanni.- Respecto de este tema, no habría inconvenientes en tratarlo en la próxima reunión. Pero es necesario que comience el diálogo de unificación del criterio -por lo menos con el resto de los miembros del Poder Judicial-, lo cual podría iniciarse ahora mismo.


Además, creo que el diálogo deberá ir más allá y llegar también al Ejecutivo, a efectos de hacerle ver que la norma es totalmente inconstitucional y que debe buscarse una solución acordada.

Dr. Baldomar.- Estoy de acuerdo.

Dr. Cozzi.- Yo también.

Dr. Duquelsky.- El Comité de Secretarios Letrados llegó a una coincidencia general -en la misma línea que la doctora Salvatelli- en cuanto a lo dramático de la situación, y a que no existe una salida fácil que no implique un fuerte trabajo político.


No se trata de tomar definiciones técnicas, y nada más. Adoptar definiciones técnicas implica también tomar decisiones políticas que pueden traer consecuencias políticas, más allá de ser correctas e importantes desde lo técnico.


Por lo tanto, todos los secretarios letrados estaban de acuerdo en que la solución no es únicamente técnica. Reitero, todos los secretarios letrados coincidieron en lo mismo que ha planteado el doctor De Giovanni.

Dra. Moya.- Yo estaría en condiciones de aprobarlo.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Hay que analizar la cuestión.

Dr. De Giovanni.- El objetivo es que el Poder Ejecutivo renuncie a esa función inconstitucional. Tal vez el Tribunal Superior esté en mejores condiciones que nosotros -no lo sé- para hacerle ver al Ejecutivo la inconstitucionalidad del tema, y para buscar alguna fórmula de renuncia a esa competencia. O tal vez los órganos que tienen la potestad de administrar -en este caso el Poder Judicial-, puedan proponer personas que cumplan esa función, y el Ejecutivo aceptarlo.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Lo que plantea el informe pormenorizado que hizo la doctora Salvatelli es que estamos frente a una situación de inconstitucionalidad, porque como Poder Judicial de la Ciudad -independiente de acuerdo al artículo 107 de la Constitución- tenemos que someternos a un órgano rector que es la Dirección de Compras y Contrataciones del Ministerio de Hacienda, o al órgano que en el futuro lo reemplace.


Si soslayamos esto vía reglamentaria, estamos incumpliendo lo que dice la ley y, a su vez, la ley incumple lo que dice la Constitución. En consecuencia, la única manera de estar en sintonía con lo que expresa el doctor De Giovanni es plantear la inconstitucionalidad. 


Al respecto, no considero que sea esta la circunstancia ni el momento político para hacerlo.
Me parece mejor reunirme con el doctor Casás -quien también estaba esperando nuestro trabajo-, ponernos de acuerdo y, tal vez, pedirle una reunión conjunta con el ministro de Hacienda. En ese sentido, es verdad que no es lo mismo ir como Consejo de la Magistratura -respecto del cual algunos piensan que somos un ente descentralizado- que en forma conjunta como Poder Judicial.

Dr. Ponsa Gandulfo.- La secretaria de la comisión conjunta -la doctora Brizuela- pidió encarecidamente que antes de que se adopte un temperamento respecto de la Ley 2095, se le facilite un texto para analizarlo.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- De todas maneras, habría que conversar también con el Ministerio Público, sin perjuicio de que este reglamento nos compete a nosotros.

Dr. Cozzi.- Y con la Legislatura también.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Hablé con el doctor De Estrada, le dije que teníamos una modificación al texto legal, y me pidió que le acercáramos esas sugerencias porque todavía no habían emitido dictamen. Esto fue hace un mes atrás.


No sé en qué situación se encontrarán ahora, pero puedo volver a comunicarme con el doctor De Estrada, y pasarle -informalmente- una copia de este informe para que él también lo vea.

Dr. Cozzi.- Tal vez lo sacan rápidamente y termina pronto esta cuestión.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- El informe elaborado por la doctora Salvatelli plantea, punto por punto, las decisiones políticas que deberemos adoptar, tanto en término de denominaciones como de adopción de un criterio con relación a qué entendemos por unidad ejecutora, por órgano ejecutor, etcétera.


Esas son las definiciones políticas que espera el Comité de Secretarios Letrados para terminar de elaborar el reglamento. Eso solo lo pueden hacer mediante lo que nosotros dispongamos.

Dra. Moya.- Está muy bien elaborado.


Y en cuanto a las alternativas de solución, son un poco las mencionadas por el doctor De Giovanni en el sentido de ver cómo hacemos para que el Ejecutivo revea esa decisión o que se abstenga de implementarlo, pero la Legislatura debería hacer una aclaratoria para dejarlo sin efecto. Eso sería lo más correcto.
Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Entonces, si les parece bien, lo tratamos la semana que viene y durante esta semana hablaré con el doctor Casás, con el ministro de Hacienda y con el doctor De Estrada.

· Asentimiento.

5. 3.
Proyecto Dr. Gustavo Letner s/ licencia y remuneración de consejeros representantes del estamento judicial.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Cuando confeccionamos el Orden del Día el doctor Mas Velez y yo hablamos con el doctor Letner en pos de la circunstancia de que íbamos a tener dos plenarios semanales y de que, tal vez, estos proyectos podían formar parte de ese segundo plenario administrativo -por llamarlo de alguna manera-, pero el doctor Letner nos planteó que quería introducir el tema para ver en qué situación estábamos con relación a este proyecto.


Por lo tanto, tiene la palabra, doctor.

Dr. Letner.- Durante la semana he conversado con varios de ustedes, y los secretarios letrados se han reunido para conversar al respecto, y me parece que hemos llegado a casi un consenso de resolución. Con lo cual, yo no digo que lo tengamos que votar hoy, pero aprovechando que estamos todos reunidos me gustaría que podamos fijar las pautas como definitivas si es que vamos a estar de acuerdo en considerar las licencias de los jueces y no excedernos de la semana que viene para votarlo, o sea, no dilatarlo más. Y, sobre todo, porque -como dije antes- creo que hemos llegado a un punto de consenso. 


Hoy hablé con Eugenio, porque la duda más grande que teníamos era qué tipo de redacción le íbamos a dar al tema de la cláusula transitoria 14. 

Dr. Cozzi.- Yo creo que se puede obviar, y al respecto te dije que yo estaba de acuerdo con lo que sostenía Juan Pablo y que tenía prácticamente terminada una redacción. El tema es que no sabía que se iba a mencionar hoy, pero he encontrado todos los argumentos para volcarlos en una resolución sin entrar en la cuestión constitucional.

Dr. Letner.- Tal como había conversado con Julio, la otra idea era aprobar la licencia en general y después, en la semana, terminar de darle la redacción final.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Hay un punto en la reformulación del proyecto que no puede implementarse tal cual está redactado. Porque en el artículo 17 de la ley 2.274 no hay remuneración a jueces...

Dr. Letner.- No, perdón. No llegué a hablar sobre esto con vos, pero el tema es que como yo creo que hoy por hoy lo que más les interesa a los jueces es la cuestión de las licencias, podíamos quitar la cláusula de la remuneración y solamente considerar las licencias. Porque considero que lo que podría llegar a hacer ruido era el tema de las remuneraciones. Ricardo me dijo con acierto que si fijábamos las remuneraciones desde el Consejo tal vez podíamos trabar una eventual posibilidad de hacer un reclamo remunerativo o retroactivo. Ese es el motivo por el cual estaba proponiendo que los tratemos en proyectos separados.

Dr. Cozzi.- Pero la licencia va sin goce de haberes.

Dr. Letner.- Sí, pero en realidad debe seguir percibiendo el haber habitual. 

Dra. Blasi.- Pero acá dice “licencia sin goce de haberes”.

Dr. Cozzi.- Claro, porque son licencias extraordinarias.

Dra. Blasi.- Yo lo único que cambiaría en este proyecto sería el último párrafo, de manera tal que a continuación de donde dice “los jueces que hubieren hecho uso de la licencia extraordinaria sin goce de haberes en los términos señalados en los párrafos que anteceden” le agregaría “quedarán automáticamente asimilados en cuanto a su remuneración a los miembros titulares del Consejo de la Magistratura y representantes del Colegio Público de Abogados en virtud de lo dispuesto por el artículo 14 bis”, en referencia a que a igual tarea igual remuneración.

Dr. Cozzi.- Yo no le pondría la palabra “remuneración” sino “compensación” o algo por el estilo.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Igualmente, yo no estoy de acuerdo en que esa compensación sea sólo para los jueces que hacen uso de la licencia, porque los jueces que desempeñamos doble función o que no haríamos uso de la licencia estamos sobrecargados en nuestras tareas. Entonces, no sería justo que el parámetro sea solamente el que pide licencia. 


Por otra parte, tengo mis dudas de que nosotros podamos fijar la remuneración sin un parámetro legal. Sin perjuicio de que me parecen muy atinadas las observaciones que ha hecho Juan Pablo en algunas oportunidades sobre la facultad que tiene este organismo para administrativamente adoptar una resolución que no incumpla la Constitución. 


Yo entiendo igual que vos la importancia de esto, Gustavo, y tal vez mucho más, porque hace 3 años y medio que vengo corriendo de acá para allá, y entiendo la importancia para nuestros compañeros de estamento para definir una eventual postulación a un cargo de consejero, porque no es lo mismo pensar que uno va a tener que desempeñar la doble tarea que pensar que uno puede venir haciendo ejercicio de esta opción; pero yo todavía no tengo cerrado el tema. Porque, además, me gustaría ver cómo salvamos alguna objeción constitucional por la cual el Poder Ejecutivo vetó una ley que dictó la Legislatura en el año 2004.

Dr. Letner.- Pero ese antecedente se puede utilizar a favor haciendo uso de la idea de que es una razón extraordinaria.


¿Por qué no fijamos algunos criterios para ver si podemos avanzar en el tema?

Dr. Cozzi.- En la semana te voy a mandar los criterios, porque hoy no he traído el material en el cual estuve trabajando. Me parece que no tiene sentido apurar la cuestión y resolver en este momento.

Dr. Letner.- Pero debemos aclarar que este tema no se presentó hoy sin aviso previo.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- No; ya lo sabemos, Gustavo, pero hay temas que venimos discutiendo desde hace más tiempo.

Dr. Cozzi.- Hay que estudiar un poquito más el tema, porque no es lo mismo dar una licencia extraordinaria con goce de haberes que sin goce de haberes. Si al juez le dan una licencia con goce de haberes seguirá cobrando como juez aunque no esté activo en su juzgado, pero ese es un tema que no va a sucederle como consejero sino como juez.

Dr. Letner.- Claro; está bien.

Dra. Moya.- A mí me parece que, aunque no aparezca en el texto de la ley, y salvo que ustedes directamente quieran esperar una ley de la Legislatura para que resuelva esta cuestión, creo que nosotros tenemos las suficientes facultades como para suplir esa carencia normativa. ¿Por qué digo esto? Porque, obviamente, ustedes no pueden estar sin una remuneración por la tarea que cumplen acá, y de allí que la pauta constitucional de igual remuneración por igual tarea...

Dr. Cozzi.- Perdón, pero Carla no dijo que no sino que tiene sus dudas. Por eso digo que es un tema que hay que estudiarlo bien.

Dra. Moya.- Yo diría que no tengamos tantas dudas. Y creo que además se podría plantear una acción judicial por un reclamo de retroactivos. Eso creo que no lo podemos disponer nosotros, aunque debería ser planteado, y considero que no inhibe en absoluto el reclamo retroactivo.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- De todas maneras es complicado iniciar una acción judicial por un reclamo siendo parte de este organismo.

Dr. Cozzi.- Pero si te parás en junio del año que viene la cosa cambia. Igualmente, para mí hay que estudiar un poco más el tema.

Dra. Moya.- ¿Puedo terminar?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Sí.

Dra. Moya.- Eso era con relación a la igualdad de remuneración y la posibilidad de efectuar el reclamo.


Lo que también me parece que corresponde aclarar es la facultad que tenemos nosotros, como Consejo de la Magistratura, de hacer lugar a la licencia a aquel juez que la solicite. Para mí eso es una facultad nuestra. Nosotros no necesitamos una facultad específica que emane de ninguna norma para hacer eso y considero que no es un tema que deba ser debatido. Esa función está prevista dentro del  objeto y fin que tiene este Consejo de la Magistratura y, en consecuencia, es parte de la manera de ordenar la concesión de una licencia.


Por lo tanto, a mi modo de ver, estamos facultados tanto para el otorgamiento de las licencias como para la determinación de la remuneración, que para mí se ha debido a un error legislativo y no a una decisión legislativa.

Dr. Letner.- No tengo inconvenientes en que se considere el martes, pues confío en la voluntad que han expresado hoy aquí. Pero pongamos una fecha tope.


- Varios consejeros hablan a la vez.
4) Comunicaciones, actuaciones y expedientes de simple despacho y decisión del Plenario

Reuniones extraordinarias del Consejo.

Dr. De Giovanni.- En cuanto a las reuniones de los jueves, hay dos o tres consejeros que tenemos compromisos de actos públicos por la tarde. Además, me parece que podríamos seguir con la sana costumbre de almorzar el primer lunes de cada mes en el Club del Progreso. Pero justamente, el lunes 3 de setiembre tengo un compromiso y no podré asistir. Por lo tanto, y si están todos de acuerdo, ¿podría cambiarse el día de reunión al miércoles?



- Asentimiento. 

Dr. De Giovanni.- Entonces, en el almuerzo podríamos determinar lo relacionado con las reuniones de los jueves.

Dr. Cozzi.- Aclarado que almorzaríamos el miércoles 5 de setiembre.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En consecuencia, el miércoles 5 de setiembre haremos nuestro almuerzo mensual. Y el segundo jueves de setiembre -el 13 de setiembre- efectuaríamos la reunión plenaria.

Dr. De Giovanni.- Propongo que el miércoles, en el almuerzo, charlemos lo de las reuniones extraordinarias de los jueves.


- Varios consejeros hablan a la vez.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- La propuesta era que los plenarios de los jueves no sean permanentes, sino hasta resolver las cuestiones vinculadas con el Ministerio Público y el presupuesto.

Tramitación de licencias y renuncias.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Con relación a las licencias y aceptaciones de renuncias, les propongo lo siguiente: así como están delegadas las licencias ordinarias en la Presidencia y en el Departamento de Relaciones Laborales, según la jerarquía de los funcionarios; que por el momento y hasta que adoptemos otro criterio, deleguen -en virtud del mismo razonamiento- en la Presidencia y en la Dirección de Factor Humano la concesión de las licencias extraordinarias y el tema de las renuncias, ya que son trámites simples y sencillos; salvo que se trate de una cuestión cuya naturaleza requiera la opinión de más de uno.


Finalmente, la doctora Blasi me solicitó hacer una manifestación.

Incorporación de la Dra. Blasi a la Comisión de Infraestructura Judicial.

Dra. Blasi.- En virtud de la variación de algunas de las condiciones por las que me había tomado una licencia en la Comisión de Infraestructura Judicial, y superado el problema de la enfermedad de mi padre -con el desenlace que tuvo-, les comento que volveré a la Comisión como miembro integrante.

Designación de consultor.

Dra. Blasi.- En otro orden de cosas, noté muy preocupada a la doctora Moya por el tema del UMPRE y el crédito del BID. 


Al respecto, para continuar con las buenas relaciones en cuanto al UMPRE, no sería ningún problema designar al consultor que la doctora Moya proponga, cuyos honorarios serán soportados por el UMPRE. Ella solo tendrá que proponerlo, y se lo designará.


Lo único que quiero dejar aclarado es que dicho consultor deberá trabajar juntamente con los especialistas contratados por este Consejo para el proyecto BID por dos motivos: para que sea un único proyecto -deberán trabajar en forma conjunta- y para que no se dupliquen las gestiones.


Se trata de un único proyecto, y no existen estamentos estancos. El consultor que propondrá la doctora Moya se contactará con el otro y trabajarán en conjunto; y al designado por la doctora Moya se le pagará a través del UMPRE.

Dr. Cozzi.- ¿Cómo se le paga a este consultor?

Dra. Blasi.- Se le paga a través del fondo del UMPRE.

Dra. Moya.- Hay una partida presupuestaria.

Dra. Blasi.- Continuamos con el UMPRE porque se hace cargo del consultor.

Dr. Cozzi.- Entonces, ¿de dónde saldrá el dinero? De la partida del BID del Consejo o del UMPRE.

Dra. Blasi.- Del UMPRE.


Es decir, al consultor lo presenta la doctora Moya, lo nombramos nosotros como consultor, hace el trámite, y cuando el UMPRE paga, cobra.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- No habiendo más asuntos que tratar, queda levantada la sesión.


- Son las 19.40 horas.
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